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Delegaciones 
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(Sin corregir) 


PRESIDE: Señor Representante Luis Puig 


MIEMBROS: Señores Representantes Marcelo Bistolfi, Pablo Iturralde Viñas, Raúl Olivera, Martín 
Tierno y Carmelo Vidalín. 


DELEGADOS 
DE SECTOR: Señores Representantes Oscar Groba y Jorge Pozzi. 


ASISTE: Señor Representante Dionisio Vivian. 


INVITADOS: Por la Suprema Corte de Justicia, señores doctor Jorge Chediak, Presidente; doctor Elbio 
Méndez, Director General Servicios Administrativos; señora contadora Luz Gonnet, 
Directora de División Planeamiento y Presupuesto. 


Por el Sindicato Nacional de la Enseñanza Privada (SINTEP) señor Zelmar Ortiz y 
profesora Graciela Recioy, integrantes del Secretariado Ejecutivo. 


Por los trabajadores con contrato a término de la Contaduría General de la Nación, señoras 
Natalia Nadal y Mariela Alvarez. 


Por el Sindicato de Trabajadores de Transporte de Rivera (SITTRD),, señores Carlos Reutor, 
miembro UNOTT, Héctor Ney Silva, Secretario SITTRI y Jorge González, miembro de la 
UNOTT. 


Por los trabajadores tercerizados de OSE, señores Enrique Gerschuni, Jhon Henry Bennett, 
Milton Badano, Pablo Pinazzo y Alejandro Reinoso y señoras María Lecumberry, Carolina 
Silva, Lorena Silva, María Galain y María Luzardo. 


SEÑOR PRESIDENTE (Puig).- Habiendo número, está abierta la reunión. 


Con mucho gusto recibimos a una delegación de la Suprema Corte de Justicia, integrada por su Presidente, 
doctor Jorge Chediak, la contadora Luz Gonnet, Directora de la División de Planeamiento y Presupuesto, y el 
doctor Elbio Méndez, Director General de Servicios Administrativos. 


Recibimos algunos planteamientos de los funcionarios judiciales y, para el Parlamento, era importante 
escuchar la posición de un Poder independiente como es la Suprema Corte de Justicia. En ese sentido, les 
cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR CHEDIAK.- Buenos días. 


Los venimos a molestar para hacer algunas precisiones respecto a la intervención que tuvieron los integrantes 
de la asociación de funcionarios judiciales hace unos días ante esta Comisión. Y mañana los molestaremos 
para aportar algún granito de arena, en la medida de lo posible, dado que fuimos convocados a efectos de las 
eventuales modificaciones que se podrían hacer en la Ley_sobre el proceso laboral especial, sea el ordinario o 
el de instancia única. 


Es así que vamos a hacer una pequeña introducción. En la madrugada estuve repasando la comparecencia de 
los integrantes de la Asociación de Funcionarios Judiciales y constaté que mis precisiones deben centrarse 
más que nada en las intervenciones del directivo Signorelle. 


Como seguramente los señores Representantes saben, la situación interna en el Poder Judicial es bastante 
compleja. Tenemos siete escalafones representados por cinco gremios. Por eso los integrantes del sindicato 
de funcionarios judiciales se refirieron a la mesa de diálogo, pero cuando actuaba como directivo del gremio 
estuve cuatro años, por la inmerecida deferencia de haber sido designado le llamábamos intergremial porque 
allí concurrimos, con la Dirección General, los cinco gremios representados: el de los funcionarios judiciales, 
el de los magistrados judiciales, el de los defensores de oficio, el de los actuarios y el de los técnicos y 
peritos. Hasta ahora, son cinco gremios. 


Quiero referirme al actual diferendo, que es exclusivamente con el gremio de funcionarios judiciales, que fue 
el único organismo que nos citó al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. En este momento, no tenemos 
conflicto pendiente ni con los defensores públicos, ni con la Asociación de Magistrados ni con los actuarios 
ni con los técnicos y peritos. 


Quiero citar esta situación, porque es en el mismo ámbito de seriedad en el que hemos tratado de movernos 
toda la vida. Hace ya cinco años, y yo la viví como directivo de mi gremio. Estuvimos en lo que fue el 
Presupuesto de 2005 y la reestructura de 2006 porque se pidió una partida global. Es cierto que se ha llamado 
"bolsa". Vi que se hacía algún tipo de asociación jocosa sobre mis expresiones. Decía que se pidió eso para la 
reestructura global. Se dejó aparte el escalafón I de magistrados. Así lo entendieron los tres integrantes de la 
Comisión Directiva y la Comisión de Presupuesto de esa época. 


Aclaro que no me siento patrón. Siempre he entendido que soy un administrador y que el patrón es el Estado. 
En este caso, administro uno de sus Poderes con los otros miembros. 


En la reestructura de 2005 se acordó que los magistrados quedaran aparte. Obtuvimos una importante mejora 
salarial, al igual que todos los funcionarios del Poder Judicial. Se hizo un gran esfuerzo en la Administración 
de Tabaré Vázquez y del equipo económico. Hubo una gran receptividad de este Parlamento. Fue así que 
obtuvimos una importante mejora del 33%, más el 7% de cláusula gatillo, lo que terminó siendo del 39% y 
algo y no llegaba al 40%. Los magistrados quedamos aparte de la reestructura. Planteamos que no hacíamos 
reestructura alguna y que aspirábamos a que esa partida del 40% se repartiera equitativamente dentro del 
escalafón de magistrados. Teníamos todos los números y desde este testigo resultado de esa reestructura se 
llegó a un aumento promedial en el quinquenio, sumando el IPC de los cinco años de Gobierno del doctor 
Tabaré Vázquez. La recuperación de la pérdida salarial que hubo durante el Gobierno del doctor Jorge Batlle 
estaba integrada al porcentaje que se pidió, por incompatibilidad absoluta, para magistrados y, por 
reestructura, para los otros gremios, y por la propia reestructura en el quinquenio tenemos un aumento 
promedio del 89% para magistrados, que en el caso de los Ministros de la Corte fue del 83%. Lamento que 
haya sido así. El promedio de aumento para el escalafón es de 89% a 90,15%. Si se hubiera hecho esta misma 
distribución dentro de los otros seis escalafones, este habría sido el aumento promedio. Hemos dicho que ya 
se transitó el camino de privilegiar los salarios de los funcionarios administrativos o auxiliares, postergando 
los aumentos de los otros escalafones, sobre todo, del Escalafón 7, Defensa Pública que fue el que recibió los 
menores aumentos y quedó prácticamente fuera de los aumentos por reestructura, del Escalafón 2 que es uno 
de los más numerosos y de mayor peso, porque concentra a casi todos los funcionarios técnicos del Poder 
Judicial y del Escalafón "R", y llegamos por eso se privilegió a una situación en la que, de esa bolsa, en la 
reestructura se privilegió a los funcionarios administrativos y auxiliares. Además, esta reestructura, 
originalmente, dentro de los escalafones administrativos y auxiliares, privilegiaba los cargos de arriba. 


Cuando era dirigente sindical, tenía menos restricciones para hablar que ahora, que soy Presidente de la 
Suprema Corte de Justicia. Hace cinco años dije que se estaba proponiendo dar más aumento al que ganaba 
más y menos al que ganaba menos, y así era exactamente. Se hizo alguna alusión a que el doctor Hipólito 
Rodríguez Caorsi había hecho algún cambio. Tengo que asumir que él me consultó en calidad de asesor y que 
de mí nació la propuesta de eliminar la creación de cargos de Jefe de Oficina que eran alrededor de 190 y 
estaban en los grados superiores del escalafón administrativo y utilizar esa partida, creo que de $ 10:000.000 
mensuales, para compensar los magros aumentos que se estaban dando por la reestructura a los últimos 
grados del escalafón administrativo y auxiliar, que fueron de aproximadamente un 10% por todo el período. 
Pese a eso, se acotaron esos cargos. La Suprema Corte de Justicia tomó la decisión y la Dirección General de 
Servicios Administrativos y los Servicios Técnicos modificaron la reestructura. De todas maneras, la filosofía 
y el propósito final de la reestructura que habían propuesto los funcionarios se mantuvo y, efectivamente, se 
privilegió más a los funcionarios que a magistrados y técnicos. Y entre los funcionarios, se privilegió más a 
los cargos superiores que a los inferiores, lo cual en el quinquenio significó un 83% de aumento para el 
Ministro de la Corte y un 167% de aumento para el Alguacil, que es el cargo superior en los escalafones 
administrativos. Creo recordar que el Jefe de Sección recibió el 122% de aumento y que algún otro cargo 
obtuvo el 138%. 


Es bueno destacar que todos los aumentos superaron el cien por ciento, que fueron sensiblemente superiores 
a los de los magistrados y muy superiores a los de Defensa Pública, que creo que tuvieron un aumento de 
62% en el quinquenio. 


Trajimos todos los comparativos para que los señores Diputados manejen todas las cifras. 


El Defensor Público de la capital obtuvo el 62%, y en los ajustes diferenciales, el Defensor Público del 
interior llegó al 52% por los tres conceptos. Ustedes podrán ver quiénes fueron postergados en la reestructura 


de los años 2005 2006. Precisamente, ese gremio nos está haciendo juicio porque entiende que se vieron 
perjudicados y están reclamando el 40% que señalan que no se les dio. 


Reitero que ese dinero que el Estado otorgó al Poder Judicial los señores Diputados saben que el Rubro Cero 
se multiplicó por 1,4 se utilizó para privilegiar a los escalafones administrativo y auxiliar. 


Con respecto a los 29 cargos de Jefe de Oficina, fue una experiencia piloto. No nos negamos a realizar 
experiencias de este tipo porque entendemos que pueden ser beneficiosas para el servicio; pensamos que 
donde había, podría existir un Jefe de Oficina, pero lo cierto es que no han cumplido con los requisitos de 
mejora del servicio. 


En el presupuesto del 2010, la realidad ha cambiado. La Directiva de AFJU, salvo dos integrantes, de alguna 
manera ha tomado distancia de esta reestructura, que no se llama Reestructura de la Corte porque no fue 
planteada por los magistrados, los técnicos ni los Defensores que se sintieron perjudicados, pero sí se 
denomina "Profundización de la Reestructura". 


No voy a utilizar ningún adjetivo para esto, pero se pretende contemplar a los grados inferiores de los 
escalafones administrativo y auxiliar porque se ha percibido que esa diferencia de 107% de aumento con 
respecto al 123% de los grados inferiores podría haber sido excesiva. 


La Corte no tiene pensado plantear ningún otro tipo de reestructura porque cree que los resultados de la 
reestructura de los años 2005 2006 son adecuados: ya hay carrera funcional, hay separación adecuada entre 
los grados y ya se contemplaron los sueldos para los escalafones de administrativos y auxiliar. Hoy estamos 
en $ 14.000, y de alguna manera hemos llegado a la aspiración que el PIT CNT tiene como sueldo mínimo 
para los funcionarios del Estado. Y si tenemos en cuenta la propuesta de aumento de 23,5% gradual en el 
quinquenio que la Corte está haciendo en su Mensaje presupuestal, se llegaría a un sueldo de $ 17.900, tal 
como el PIT CNT plantea para los organismos públicos al final del quinquenio. 


Creemos que estamos alineados con la pautas del Gobierno y las aspiraciones gremiales para los funcionarios 
públicos, y por eso no entendemos algunas opiniones que se han dado respecto a no atender los reclamos de 
AFJU. 


Aquí se señala que no se sabe de dónde ha salido el 23,5%. Mantuvimos varias reuniones, y una muy extensa 
en la que estuvo presente el señor Director de los Servicios Administrativos. un colega me ha dicho que de 
ahora en más grabe todas las entrevistas porque sino es algo de palabra contra palabra en la que se habló esto. 
Originariamente la Corte tenía planteado un aumento de 20%, y el 23,5% salió de los funcionarios judiciales 
porque la reestructura que ellos planteaban tenía un costo de 23,5%. Este porcentaje fue planteado ante la 
Corte y esta lo recibió. Hasta aquí con la reestructura. 


Las diferencias internas o iniquidades que podían entenderse que existían, se solucionaron en el 2005. 
Nosotros planteamos un aumento proporcionalmente idéntico para los defensores, técnicos, funcionarios y 
magistrados. 


Curiosamente lo digo por mi experiencia como dirigente de mi gremio, tenemos una percepción 
absolutamente opuesta a la de la Asociación de Funcionarios respecto a qué es lo que privilegia la Corte. 


Los funcionarios dicen que la Corte privilegia a los magistrados y los magistrados hemos tenido el agravio de 
que la Corte no nos privilegia para no tener problemas con los otros gremios. En el medio estará la verdad. 


Nosotros planteamos un aumento igualitario porque entendemos razonable la aspiración inclusive la del PIT 
CNT- de llevar el sueldo mínimo a $ 18.000 para los técnicos y magistrados, sobre todo, los Magistrados y el 
escalafón informática porque son lugares en los que hay dificultades de reclutamiento. 


Los funcionarios judiciales dicho sea de paso, quiero señalar que en esta misma Sala, presidiendo el señor 
Senador Vaillant, la Asociación de Magistrados apoyó expresamente la decisión del Parlamento de establecer 
concurso para el ingreso al Poder Judicial han utilizado el término "nepotismo". Yo no soy hijo de 
funcionarios judiciales ni hijo de funcionarios públicos; no soy padre de funcionarios judiciales ni 
funcionarios públicos. Soy el único Chediak que cobra en el Estado y no he hecho ingresar a absolutamente a 
nadie ni realicé gestiones para eso en los 16 años que he actuado como Ministro del Tribunal de Apelaciones. 


Mi hijo tiene un "Cyber" que no reditúa lo suficiente, y estaría muy contento de tener un sueldo en el Poder 
Judicial, pero él no trabaja allí. 


Por lo tanto, reitero que hemos apoyado el ingreso por concurso. Los magistrados ingresamos por concurso a 
partir de 1989; desde el Centro de Estudios Judiciales se llamó a concurso abierto de oposición y mérito a 
abogados con buena escolaridad; precisamente, el próximo concurso será en el mes de agosto. 


En cuanto al análisis del perfil psicológico, se está haciendo con todos los funcionarios, y en el caso de los 
magistrados, se hace desde 1989. Desde nuestro gremio vemos la absoluta conveniencia de ingresar por 
concurso y desde la Corte no estamos dispuestos a solicitar nada al Parlamento para flexibilizar esa ley. 
Cuando se dice que hubo planteos al respecto y que no se atendieron, en realidad hay que decir que los 
integrantes de la Asociación de Funcionarios solicitaron una flexibilizaicón de esta ley para contemplar a los 
hijos de los funcionarios. De ahí es de donde viene esto lo digo a título personal la idea de "familia judicial". 
Los señores Diputados podrán imaginar que los aproximadamente 5.000 funcionarios que tiene el Poder 
Judicial no son parientes de los cinco Ministros de la Suprema Corte de Justicia, sino que hay una larga 
tradición de que se repitan los apellidos dentro del Poder Judicial. Por lo tanto, nosotros estamos 
absolutamente de acuerdo con el ingreso por concurso y no está en nuestro proyecto de presupuesto solicitar 
ningún tipo de flexibilización para los hijos de los funcionarios judiciales aunque eso me permitiera hacer 
ingresar a mi hijo al Poder Judicial. 


También se ha señalado esto me ha producido sentimientos que no voy a trasmitir a los señores legisladores 
que somos clasistas, que estaríamos defendiendo algún tipo de interés de clase. En mi caso, mi padre tenía 
dinero pero se fundió; yo viví de él hasta que me recibí y luego he vivido de mi trabajo. Fui ocho años 
dirigente de mi gremio y durante dieciocho años fui dirigente cooperativo porque me desempeñe como 
presidente en nueve períodos en la cooperativa de vivienda en la que vivo desde 1983. Así que, salvo de mi 
padre, nunca he vivido de otra cosa que de mi trabajo. 


Además, va de suyo que no se hace ningún tipo de selección clasista de los aspirantes a Magistrado. Nosotros 
hacemos concursos abiertos de selección y méritos y, por supuesto, tratamos de seleccionar lo mejor que 
podemos dentro del universo de egresados de las distintas facultades de Derecho. Pero, a pesar del sueldo de 
$ 54.000 nominales, integrada la partida de vivienda y todos los rubros, no conseguimos suficiente número 
de aspirantes porque tenemos una suerte de servicio interior que tiene los mismos requerimientos de 
desarraigo y permanencia fuera del lugar habitual de residencia que en el servicio exterior y, los sueldos, no 
se parecen en nada. Entonces, la realidad es que en los llamados, año tras año, tenemos menos egresados. 
Pasamos de una lista de dieciséis egresados en la generación anterior a una de nueve. Por eso es la primer vez 
desde 1989 que se hacen dos concursos de oposición y méritos tan seguidos para ingresar al Centro de 
Estudios Judiciales. Por esta razón, cuando se nos agotó la lista de egresados del CEJU hicimos dos tipos de 
designación. La lista de egresados se hace teniendo en cuenta el puntaje obtenido por cada uno de los 
egresados en los dos años que cursan en el CEJU, no por apellido ni por un criterio aleatorio. Entonces, 
cuando hace muchísimos meses se agotó la lista, empezamos a hacer los nombramientos a partir de la lista de 
futuros egresados del CEJU y esto no genera ninguna obligación legal. Cuando algún futuro egresado no 
quiso aceptar la designación, utilizamos el mecanismo de designación directa respetando las misma 
condiciones que se le exigen a quienes ingresan al CEJU, es decir, buena escolaridad, no tener demasiadas 
materias perdidas y buen currículum. 


En la larga lista de aspirantes a ingresar a la magistratura que, por una razón u otra, no han cursado en el 
CEJU, estaba el hijo del doctor Elbio Méndez Areco. Yo lo propuse, el doctor Elbio Méndez Areco nunca me 
pidió que nombráramos a su hijo. Simplemente, teniendo en cuenta las pautas objetivas con las que hacemos 
los nombramientos, resulta que de la veintena de aspirantes quien tenía el promedio más alto de escolaridad, 
no tenía materias perdidas y tenía el mejor currículum era el hijo del doctor Elbio Méndez Areco a quien yo 
no conocía. También quiero decir que con el doctor Méndez Areco tenía poco relacionamiento, solamente las 
confrontaciones entre dirigente gremial con el Director General de los Servicios Administrativos. Por 
supuesto, yo hice la observación de que seguramente fuera de la sala nadie iba a creer que habíamos 
nombrado por currículum al hijo del Director General de los Servicios Administrativos. Creerán mi palabra o 
no, pero así fue. Ni la Corte ni yo íbamos a perjudicar por su apellido a quien tenía las mejores calificaciones. 
Así que si esa es la crítica, la recibimos. Pero, reitero, que en esta situación tan especial en la que no tenemos 
egresados, no hemos nombrado a nadie que no reuniera las mismas condiciones que se requieren para cursar 
en el CEJU y les exigimos que realicen los cursos de reciclaje allí; así que nadie zafa. 


Por otra parte, quiero decir que la referencia a la bolsa quizás el término no sea el más técnico me resultó 
sorpresiva porque la reunión con la Asociación de funcionarios fue muy larga y bastante cordial. La bolsa que 
íbamos a obtener del Poder Legislativo o del Poder Ejecutivo tiene que ver con que la reestructura que 
planteaba AFJU requería indefectiblemente el 23,5% de aumento. Yo manifesté que no sabíamos si íbamos a 
tener el 23,5% de aumento pero que primero nos debíamos preocupar por obtener entre todos el mejor 
aumento posible, y luego veíamos cómo hacíamos la distribución interna dentro del organismo. Más aún, 
señalamos que la Suprema Corte de Justicia no se oponía a hacer alguna corrección interna en beneficio de 
los grados más bajos de los escalafones 5 y 6 con el aumento calculado sobre el coste de cada uno de los 
escalafones. También manifestamos que la Suprema Corte de Justicia no iba a volver a postergar a la defensa 
pública y a los técnicos porque si no seguimos achatando la pirámide y no nos parece bien porque creemos 
que la relación interna salarial es la adecuada. 


Nunca hemos cortado el diálogo, simplemente, la Asociación de funcionarios nos señaló que por escalafón no 
podía hacer su reestructura. Aprovecho para señalar el problema que tenemos, más allá de interpretaciones 
legales, para concurrir a la mesa de negociación en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Será o no 
opinable cuál es el contenido exacto de esa negociación salarial, pero quiero señalar que el gran problema es 
que tenemos cinco gremios. Por eso nuestra intergremial es del Director General con los cinco gremios del 
Poder Judicial simultáneamente. La propuesta de reestructura del gremio de los señores funcionarios en el 
2010 es integral, como ellos la llaman. Lo que pasa es que no solo refiere a los sueldos de los escalafones 5 y 
6 sino a los de todos los escalafones a los cuales se quiere volver a postergar para hacer la reestructura en los 
escalafones 5 y 6. Es decir que la aspiración de profundización de reestructura de la Asociación de 
funcionarios afecta directamente a los otros cuatro gremios que no fuimos citados a la mesa de negociación 
en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Esos cuatro gremios han negociado con el señor Director 
General en nuestra mesa intergremial y, hasta donde sabemos no quiero hablar por otros, no comparten la 
aspiración de la Asociación de Funcionarios Judiciales. 


O sea que más allá de interpretaciones sobre el alcance de la ley de negociación nosotros tenemos una 
situación muy particular en la que hay cinco gremios representativos. Por supuesto que probablemente por 
número, el más representantivo es el de AFJU, pero por representatividad de su universo permitanme pasar el 
aviso el más representativo es el mío, la Asociación de Magistrados del Uruguay que tiene un 94% de 
afiliados, que habla por los magistrados y que quiere tener palabra y ser oído en cualquier tipo de 
negociación. 


Esto es lo que quería expresar como planteo general. 
Cualquier pregunta que quieran formular, estamos dispuestos a responder. 


Para no monopolizar la palabra, voy a ceder la palabra al doctor Elbio Méndez Areco, Director General de los 
Servicios Administrativos. Por supuesto, hoy venimos con el espíritu de aclarar cualquier duda que los 
señores Representantes Nacionales tengan, de despejar cualquier duda que haya sido sembrada. En el día de 
mañana, vendremos para referirnos al aspecto técnico de la ley laboral. 


SEÑOR MÉNDEZ ARECO.- Quiero formular alguna aclaración previa. El doctor Chediak se ha 
extendido bastante; sin perjuicio de ello, responderemos las preguntas que los señores Diputados 
quieran formular con relación a la pasada reestructura, a sus efectos y a la propuesta actual de 
funcionarios de profundizar esa reestructura. 


Sin perjuicio de entrar en ese análisis, que creo que es lo medular, sobre todo a los efectos de esta Comisión, 
como aquí, en la comparecencia de la Asociación de Funcionarios, se tocaron otros temas que no tenían que 
ver estrictamente con lo laboral, la carrera, los salarios y la negociación según ellos, les fue negada la 
posibilidad de negociar; aclararé que no es cierto y después se verá por qué, persiguiendo no sé qué objetivos, 
yo voy a hacer algunas puntualizaciones. 


Procurando cuestionar fuertemente la gestión administrativa del Poder Judicial para lo cual no se dan 
argumentos, se termina descalificando a personas: el objetivo era atacar la gestión administrativa del Poder 
Judicial pero, cuando no se encuentran muchos argumentos, se ataca a las personas. 


En este marco, quiero mencionar algunos hitos para no cansar a la Comisión ocurridos en estos últimos diez 
años de la gestión administrativa del Poder Judicial, que en mi opinión no porque me comprendan las 
generales de la ley, sino por los elementos de prueba que los señores Diputados tienen a disposición y se les 
podrá acercar todo aquello que complemente, califico como los diez mejores de la administración del Poder 
Judicial 


En 2002, en plena crisis, se fueron terminando los Proyectos 1 y 2, que funcionaron en el Poder Judicial con 
financiación de fondos BID y una contrapartida nacional uno aún subsiste, el Proyecto 3, que tiene que ver 
con el sistema de gestión de Tribunales y tenían que ver, precisamente, con la mejora de la gestión 
administrativa del Poder Judicial; uno de ellos tenía que ver con la reorganización de la Dirección General y 
el otro, con las tareas administrativas que se cumplían en la Suprema Corte de Justicia, en una suerte de 
actividad paralela entre lo que hacía, hace y seguirá haciendo la Dirección General y lo que cumplía lo que se 
llamaba el Despacho Administrativo de la Suprema Corte de Justicia. Una vez terminados los dos Proyectos, 
quien habla entendió que si bien los dos Proyectos planteaban mejoras para el funcionamiento de ambos 
ámbitos administrativos, no parecía razonable que, si se quería mejorar la gestión, se mantuvieran dos 
ámbitos administrativos, en algunos casos haciendo tareas idénticas, uno más restringido al trabajo específico 
en la Corte y, otro, en la Dirección General, para el resto del Poder Judicial. Cuando expresé este planteo, 
algunos me señalaron que no iba a tener demasiado éxito, y digo esto para que se vea la actitud abierta de la 
Corte en cuanto a la gestión administrativa: creo que no es un hecho menor. Cuando planteé que la Corte 
debía suprimir su ámbito administrativo y que este se debía manejar desde la Dirección General como 
entendía que correspondía, muchos me dijeron que estaba loco, que la Corte de ninguna manera iba a 
suprimir un ámbito que manejaba para dejarlo en manos de la Dirección General, lo que significaría que la 
Dirección General acumulara más poder. La Corte, lejos de pensar de esa forma, lo que vio fue cuál sería la 
mejor gestión administrativa del Poder Judicial y, sin dudarlo, los Ministros de aquel entonces aceptaron 
suprimir el Despacho Administrativo, su ámbito propio en la Corte, y establecer que todas esas funciones se 
cumplirían desde la Dirección General, lo que se viene haciendo desde entonces, sin ningún tipo de 
problemas. Esto que expreso refiere al comienzo de estos diez años que he tomado como ejemplo y por hacer 
pie en lo que fue la profunda crisis de 2002, que no es necesario que analicemos ahora porque todos la 
conocemos de sobra. 


En medio de esa crisis, cuando el Estado no podía pagar y los proveedores no nos querían dar absolutamente 
ningún servicio, y cuando teníamos un Poder Judicial que no estaba informatizado porque había unos pocos 
equipos dos viejísimos, en algunos Juzgados los Juzgados no penales y los de Paz, de Montevideo; en el 
interior del país solo había en los Juzgados Letrados no penales, advertimos que era muy factible que el 
Poder Judicial pudiera colapsar, ahí sí; ¡tanto que se ha hablado del colapso del Poder Judicial, y eso no se ha 
dicho! Cuando el sistema estaba a punto de colapsar porque no había recursos y porque, además, el Estado ni 
siquiera nos daba los cupos financieros que debía entregarnos mes a mes, emprendimos una modificación 
también convenciendo a la Corte, que consistía en un cambio radical de la política informática del Poder 
Judicial que permitiera con algunos ahorros que se pudieran hacer a partir de ese cambio magros ahorros, 
pero ahorros al fin, informatizar las oficinas. ¿En qué consistía esta modificación? Primero, en utilizar los 
sistemas operativos de uso público; de esa forma, nos liberábamos de las multinacionales. Hoy, el Poder 
Judicial prácticamente no paga nada por licencias; solo lo hace en casos muy contados por alguna 
herramienta de desarrollo, que es nacional, además, como es el caso de "Genexus". Entonces, los ahorros que 
nos generaba el hecho de no pagar licencias y el hecho de usar un sistema que nos permitía dar una estructura 
web centralizada a la política informática, el establecimiento de una intranet en la Red Nacional Judicial, hizo 
que pudiéramos dar de baja a empresas locales. ¿Por qué? Porque al funcionar en un ambiente web 
centralizado, no teníamos por qué tener información en los puestos de trabajo locales, en ninguna oficina del 
país. Eso permitía dar de baja a las empresas locales que hacían el sostenimiento de aquellos pocos DOS que 
funcionaban en los juzgados. Se produjeron esos ahorros, dando de baja a las empresas, no pagando licencias 
y apostando fuertemente a centralizar y a tener una atención remota que hiciera que no hubiese que trasladar 
funcionarios judiciales al punto donde algún equipo había salido de servicio, aplicando un mecanismo fácil. 
Si el Juzgado tiene un equipo con fallas política que se lleva a cabo hoy, simplemente lo envía a Montevideo, 
desde donde se le remite otro que se conecta a la red y se pone a funcionar fácilmente porque la información 
está en los servidores centrales del Poder Judicial. Todo eso que dicho así parece relativamente rápido lo 
empezamos en un momento de crisis. Ello permitió redirigir los escasos recursos que se utilizaban en aquella 
política informática a la compra de equipamiento, al establecimiento de la Red Nacional Judicial. Hoy en día, 
están en red todas las oficinas del Poder Judicial, en el interior del país están incluidos hasta los Juzgados de 
Paz departamentales; quedan aún por cubrir tarea que tenemos prevista para el próximo año los Juzgados de 


Paz de ciudad y, hacia abajo, todos. Por supuesto, el requerimiento de los Juzgados de Paz de ciudad y, hacia 
abajo, todos, hasta los pocos Juzgados rurales que van quedando, es mucho menor y, por eso, quedaron para 
el final. 


Entonces, en el medio de la crisis hicimos un cambio de política informática que creó una intranet que 
permitió, con equipamiento nuevo, poner al Poder Judicial "a tiro" por decirlo de alguna manera con la 
situación informática de otros organismos públicos. ¿A qué llevó esto? A que, además, se pudiera establecer 
la consulta remota de expedientes. Hoy, quienes son abogados saben que consultan remotamente los 
expedientes. Aquello que antes implicaba al abogado trasladarse, ir a la baranda, pedir el expediente, esperar 
a ser atendido, perder tiempo y, luego, obtener la información, hoy, lo hace desde su escritorio o desde su 
domicilio y, además, si patrocina un juicio que se lleva en Artigas y ejerce su profesión en Montevideo, desde 
Montevideo puede consultar los expedientes que se están tramitando en Artigas. Eso también se hizo merced 
al cambio de política informática y en este nefasto según la Asociación de Funcionarios período de 
administración de la Suprema Corte de Justicia y de la Dirección General. Se establece la Identificación 
Única de Expedientes JUE, que permite esa consulta remota. 


A su vez, en coordinación con el Proyecto 3, relativo al fortalecimiento del sistema judicial uruguayo, con 
financiación de fondos BID, se establece la notificación electrónica. Hoy en día, buena parte de las oficinas 
realizan esa notificación esto está en proceso, logrando celeridad y acortando los plazos que llevaba emitir un 
cedulón y que se remitiera a la Central, la que, a su vez, tenía determinado tiempo para cumplirlo y devolver 
las vías al Juzgado, con la constancia de la notificación; se ha acortado el tiempo en las oficinas que están 
conectadas con el sistema de notificación, prácticamente todas en Montevideo, y se está implementando en 
este momento en el interior del país. A su vez, como el Proyecto 3, con financiación de fondos BID, 
necesitaba para la notificación electrónica que las oficinas que todavía no tienen el sistema de gestión cuando 
el Proyecto termine, lo tendrán, lo tuvieran, la Dirección General, a través de sus divisiones correspondientes 
ya desarrolló está funcionando como plan piloto en los Juzgados Penales de Montevideo un sistema que 
permite que estos ingresen finalmente a la notificación electrónica. También se desarrolló un sistema de 
gestión para los Juzgados de Paz del interior del país, a los que no se podía llevar el sistema de gestión de los 
Juzgados de Paz de Montevideo porque es un sistema muy viejo, que está muy retocado; en consecuencia, se 
desarrolló uno nuevo para los Juzgados de Paz del interior del país. La idea es brindarle a los señores 
legisladores los elementos que les permitan ampliar información en cuanto a la política informática. A su vez, 
se crea la base de jurisprudencia de Tribunales, esto es, la posibilidad de acceso rápido a las sentencias de los 
Tribunales de Apelaciones. Además, se le da formato web a la base de jurisprudencia de la Suprema Corte de 
Justicia lo que nosotros llamamos BDZ, Base de Datos Zudáñez. Esto también es un beneficio que permite a 
los profesionales, a los magistrados y a todos aquellos que lo necesitan, acceder rápidamente a la 
Jurisprudencia; se han tematizado las sentencias, se accede con métodos de búsqueda rápidos. 


Además, se ha llevado adelante una política edilicia que comienza, entre otras cosas, con una negociación 
con el Poder Ejecutivo por el ex Palacio de Justicia, actualmente Torre Ejecutiva. Esa negociación hace que 
en la ley de Presupuesto se otorgue al Poder Judicial recursos económicos, sin perjuicio de transferirle la 
propiedad de lo que era el edificio de la ex DGL, en Rondeau y Valparaíso para que el Poder Judicial lo 
destinara a la mejora edilicia de sus oficinas en Montevideo o el interior de la República. Como consecuencia 
de esto se concluye una obra que hacía años que estaba por terminarse como es el Palacio de Tribunales, lo 
que todos conocemos como el edificio de ONDA. Es un edificio que ha quedado funcional, digno para la 
Justicia, no lujoso pero sí digno, donde se aloja toda la Justicia civil, incluidos los Tribunales de Apelaciones, 
menos los Penales. Quedan fuera de esa Oficina los Juzgados de Concurso y los Juzgados Contenciosos, que 
están en el edificio de enfrente y que es propiedad del Banco de Previsión Social con quien estamos 
gestionando la compra y tenemos su anuencia. El Poder Judicial comprará el edificio de la calle San José 
1132, frente al Palacio de Tribunales y se terminarán de instalar adecuada y dignamente las oficinas del Poder 
Judicial. Es decir, se concluye un edificio, se adquiere otro y se recicla con destino a los Juzgados de Familia 
especializados en violencia doméstica una parte contigua al edificio de Rondeau y Valparaíso, que es donde 
funcionaba la Dirección de la DGI. Allí, ya desde hace algunos años están funcionando reciclados en este 
"nefasto" período de Administración, según AFJU las sedes de los juzgados de familia especializados en 
violencia doméstica. El reciclaje de la ochava de Rondeau y Valparaíso está prácticamente terminado; allí 
funcionará buena parte de la justicia de familia y no abdicamos la idea de lograr, en padrones contiguos, 
algún padrón más en alguna negociación con el Poder Ejecutivo, que nos permita instalar, en una ampliación 
futura, aquellos Juzgados de Familia que hoy no pueden ser trasladados en su totalidad a ese sede porque no 
alcanza la superficie edificada. 


Está muy avanzado el Centro de Justicia Penal en las manzanas delimitadas por las calles Buenos Aires, 
Bartolomé Mitre, Reconquista, Juan Carlos Gómez, donde funciona el Centro de Instrucción Criminal, los 
Juzgados de adolescentes, el Instituto Técnico Forense. Allí estamos haciendo una obra que albergará a toda 
la Justicia Penal, le dará funcionalidad. Esto permitirá que esté toda centralizada, que tengan el mismo tipo se 
servicios, que no tengan que trasladarse los Juzgados desde la calle Misiones a instruir cuando están en turno 
a lo que es la sede del CIC. Además, todos estos movimientos de oficinas que se están realizando, como por 
ejemplo la inauguración del Palacio de Tribunales y el traslado de las oficinas civiles, liberaron otro edificio 
propio, el de 25 de mayo 523, donde funcionaban los juzgados civiles, y allí hoy está el Centro de Justicia 
Laboral. Actualmente, la Justicia Laboral está toda concentrada en un solo edificio. 


A futuro, cuando esté pronto el Centro de Justicia Penal y el edificio de archivo que se está haciendo en las 
mismas manzanas que yo citaba, podremos liberar el edificio de la calle Misiones, donde se instalarán otras 
oficinas judiciales. ¿Qué quiero señalar con esto? Que el Poder Judicial, en su política edilicia, está 
procurando dar facilidades y realizar economías a escala que nos permitirán que los sistemas de telefonía, de 
iluminación, de calefacción sean únicos para un edificio y no para cuatrocientas sedes dispersas como 
tenemos hoy en el país. No se necesita ser muy experto en administración para saber que se produce una 
economía a escala muy importante y, además, permite al usuario tener concentrado y por materia los 
juzgados a los efectos de los servicios que estos deben aprestar. Además, estos cambios nos permiten dar de 
baja los arrendamientos que hoy tenemos y que significan un peso importante en el presupuesto del Poder 
Judicial. En Montevideo se han ido dando de baja muchos, van quedando los dos edificios grandes donde 
funciona la Justicia de Paz, pero queda sí mucho local arrendado en el interior, donde es más difícil 
establecer los centros de justicia, tarea que también acometeremos. Hasta ahora hablamos de lo hecho, no de 
lo que teníamos previsto hacer: eso vendrá en el proyecto de presupuesto de la Corte para este quinquenio. 
En lo que refiere a la consulta remota por internet, por supuesto que señalaba las ventajas a las que hay que 
agregarle algo más: es sin costo. Por supuesto que tampoco tenía costo la consulta en la baranda, pero se 
produce un ahorro al evitar pérdidas de tiempo y traslados. Estos son beneficios que repercuten en los 
usuarios y ese es nuestro objetivo: no solo que el Poder Judicial funcione mejor para nosotros sino para que 
el usuario tenga un mejor servicio. 


En este período se han creado, obviamente con la solicitud que la Corte hizo y fue recogida en el Parlamento, 
sedes en Montevideo y en el interior de la República en un número muy importante y atendiendo a aquellas 
zonas que lo requieren. Se hizo hincapié en los temas de familias con violencia doméstica que han tenido una 
fuerte demanda sobre el Poder Judicial. Si los legisladores desean podemos analizar las sedes que se han 
creado, aunque no quiero cansarlos. 


Además, en este período se realizaron concursos para doscientas dos creaciones que se produjeron en la ley 
de presupuesto del quinquenio pasado. Esto incluyó los concursos que se hicieron para proveer los cargos 
que conforman los equipos técnicos multidisciplinarios del interior. Esta era una carencia muy importante 
que tenían los Jueces del interior: en Montevideo tenían mejor apoyo, no era óptimo, pero mejor al fin. Se 
constituyen los equipos técnicos multidisciplinarios que integran psiquiatras, psicólogos, asistentes sociales, 
apoyados por médicos forenses. Se crearon estos equipos aunque no en el número que la Corte pidió. Se 
había solicitado equipos técnicos multidisciplinarios para cada ciudad en las que hubiera sedes letradas para 
tener ese apoyo inmediato para el magistrado y resolver estos temas de tan alta sensibilidad de la mejor forma 
posible. Sin embargo, sabemos que administrando recursos que son escasos, el Parlamento no le otorga al 
Poder Judicial un equipo por cada ciudad con sede letrada sino que se nos otorga, en definitiva, la posibilidad 
de conformar dieciocho equipos. Como tenemos más sedes letradas que capitales departamentales, 
obviamente hay departamentos como Canelones y Colonia que tienen ciudades con más de una sede letrada y 
tuvimos que formar estos equipos de manera regional. De todas formas es un avance importante. Los Jueces 
tienen un apoyo mucho más cercano que antes y aspiramos a que en esta instancia presupuestal se complete 
la creación de los equipos que no pudimos completar en el quinquenio pasado. Eso también vendrá en el 
proyecto de la Corte para que en materias donde toda la sociedad reclama una actuación rápida de la Justicia 
los Jueces tengan ese apoyo. 


También se realizó un avance importante en el equipamiento de las oficinas. Hacía años que se quería 
comprar un cromatógrafo de gases para el laboratorio, lo que se concreta en ese período. También se renueva 
la flota de vehículos del Poder Judicial estamos hablando de dieciocho o diecinueve vehículos, que apenas 
alcanza para cumplir las tareas imprescindibles, por lo cual debemos utilizar otros recursos contratando el 
servicio de locomoción fuera del Poder Judicial porque ese número es absolutamente insuficiente, no solo por 


tratarse de un Poder del Estado con jurisdicción nacional lo cual es obvio sino por la dispersión de sedes. Al 
tener cuatrocientas sedes dispersas, el solo hecho de llegar y suministrar muchas cosas impide que se pueda 
operar solamente con nuestros vehículos y, entonces, o se contrata locomoción o se pagan fletes. [Con esto no 
quiero decir que habría que tener vehículos propios para llegar a todos lados, porque no sería de buena 
administración. Pero quiero señalar que cuando uno habla de una flota de vehículos se refiere a que en el 
Poder Judicial hay alrededor de diecinueve vehículos. Por supuesto que en esto cuento los cinco autos 
asignados a los cinco Ministros de la Corte. 


Ya señalé la compra del equipamiento informático y la informatización de las oficinas; se renovaron los faxes 
y las fotocopiadoras. El Poder Judicial también compró motos para que los funcionarios del interior puedan 
realizar las notificaciones; a veces, las zonas son de difícil acceso y no hay locomoción como en Montevideo, 
con ómnibus que nos dejan en la puerta de donde vamos; si los hay, pasa un ómnibus cada muchas horas. Por 
lo tanto, se invirtió en motos para que los funcionarios notificadores no son técnicos sino administrativos 
puedan cumplir con su labor de manera más cómoda y eficiente para el servicio. 


Algunos de los integrantes de la Directiva dijeron que el Poder Judicial no apoyaba la creación de los Centros 
de Mediación, y eso es un enorme disparate. Cuando leo la versión taquigráfica parece que los directivos de 
la Asociación no conocieran el Poder Judicial. Digo esto porque fue el Poder Judicial el que reiteradamente 
en la Ley de Presupuesto y en las Rendiciones de Cuentas ha venido solicitado la creación de estos Centros 
de Mediación, pero el Parlamento no ha podido parto de la base de que las cosas no se hacen por capricho 
darnos los recursos para concretarlos. 


En las últimas Rendiciones de Cuentas, la Suprema Corte de Justicia planteó la creación de dieciocho 
Centros de Mediación más; era uno por cada ciudad capital y, en el caso de Canelones, se solicitaba para Las 
Piedras, Ciudad de la Costa y Pando. Por lo tanto, no entiendo cómo se dice que la Suprema Corte no quiere 
estos Centros de Mediación cuando desde los proyectos remitidos al Parlamento surge la voluntad inequívoca 
del organismo de crear este tipo de Centros. Es una voluntad que será reiterada en esta instancia presupuestal, 
y esperemos que se puedan concretar. 


A su vez, esta administración, tan cuestionada por la Asociación de Funcionarios no sé por qué en esta 
Comisión, porque se suponía que solo se iba a hablar de la negociación con miras a la instancia presupuestal, 
tiene niveles de ejecución de los créditos presupuestales que, sin duda no me dedico a esto porque no me 
interesa saber qué hacen los demás organismos públicos, son los más altos del país. Andamos prácticamente 
en el 99% de ejecución en inversiones y gastos de funcionamiento. El rubro 0 fluctúa en relación a las 
vacantes que existan y lo que se ejecuta dependerá de las vacantes y de los regímenes de dedicación total 
utilizada en los cargos que es opcional. Por ejemplo, hay funcionarios que no optan y el dinero de una 
dedicación total que no se utiliza queda como no ejecutado. 


En materia de inversiones y gastos de funcionamiento hay un 99% de ejecución, que, si tenemos en cuenta la 
existencia del proyecto de fortalecimiento del sistema judicial uruguayo, podría variar. Si tomamos el Poder 
Judicial en un todo, incluyendo el proyecto con sus dificultades en cuanto a la licitación internacional y la 
contratación de la empresa, hay dineros que no se desembolsan y que aparecen como no ejecutados, pero eso 
es lógico. No se puede pagar a una empresa que todavía no se ha contratado y tampoco cuando todavía no 
entregó su producto. Por lo tanto, el proyecto tiene algunos recursos que se ejecutarán cuando la empresa 
termine de entregar el sistema de gestión. 


Sin perjuicio de que demos a conocer esta información, surge del Ministerio de Economía y Finanzas y de la 
Contaduría General de la Nación que, reiteradamente, nos han expresado la confianza en la gestión del Poder 
Judicial en lo administrativo, algo que me llama la atención. 


En reiteradas reuniones con el equipo de la Administración anterior muchos actores van a ser los mismos se 
nos habló de la confianza en el Poder Judicial, del otorgamiento de los refuerzos cuando son necesarios o de 
la habilitación de los cupos extraordinarios porque se sabe que tratamos de ejecutar todo lo asignado. Tanto el 
Ministerio como la Contaduría nos han dicho: "Sabemos que lo que ustedes dicen es cierto y que lo que 
ustedes plantean se ejecuta. Con ustedes no tenemos ninguna duda y siempre tendrán nuestro apoyo". 
Además, esto fue reiterado a los técnicos de las dos divisiones que tienen que ver con estos temas: la 
Directora de la División Planeamiento y Presupuesto quien está con nosotros y la Directora de Contaduría. 


Reitero esto porque no es fácil que el Ministerio de Economía y Finanzas haga halagos a la ejecución de los 
organismos públicos. Sin embargo, en este caso es reiterada la manifestación de confianza. 


Lamento haber hecho toda esta introducción bastante larga, pero aquí se vino a cuestionar la gestión 
administrativa. Por eso decía que creo que en estos diez años ha sido una de las mejores gestiones 
administrativas de las Supremas Cortes de Justicia que hubo desde 1907 hasta nuestros días, con la creación 
de la Alta Corte de Justicia. 


También quiero referirme al relacionamiento con la Asociación de Funcionarios. Ellos siempre han contado 
con un ámbito de diálogo o de negociación en la Corte, que se realiza en la Dirección General con la 
presencia de todos los gremios o con algunos de ellos cuando el tema es específico. 


Destaco que la Dirección General traslada todos los planteos porque no tiene capacidad de decisión; tiene 
temas delegados en los que resuelve y asuntos como estos que jamás pueden ser delegados porque es una 
competencia de la Corte. Por eso, tal vez los funcionarios puedan entender que se trata de un ámbito de 
diálogo y no de negociación, porque, en definitiva, el Director General es quien traslada el asunto a la Corte 
para que tome la decisión final. Además, esto está consagrado en la Constitución. 


El relacionamiento siempre ha sido excelente. Por ejemplo, el gremio cuenta con una guardería sostenida en 
más del 50% por el Poder Judicial. Se paga el arrendamiento de una casa algo costoso para la guardería, se 
entrega una caja chica muy importante y se le brindan funcionarios judiciales con perfil de docentes para que 
puedan cuidar y educar a los niños. Además, se paga la empresa de limpieza que hace la higiene de la 
guardería 


Por supuesto que la Asociación de Funcionarios pone una parte del dinero, con un producido son cuentas de 
la Asociación y no me interesa conocerlas que parte del aporte mensual que hacen los padres que dejan sus 
hijos en la guardería. Señalo esto de forma especial porque es una guardería sostenida de manera muy 
importante por el Poder Judicial pero que no es para todos los funcionarios judiciales, sino para los hijos de 
los funcionarios afiliados a la Asociación. 


Entonces, hasta dónde ha sido amplio el Criterio de la Corte, que sostiene una guardería que ni siquiera es la 
del Poder Judicial y a la que no pueden concurrir los hijos de los funcionarios que no son afiliados a AFJU. 
Sin embargo, la Suprema Corte no ha hecho cuestión de ello, y esto marca el buen relacionamiento con la 
Asociación de Funcionarios. Por eso, a veces duelen cosas como las que se vinieron a decir acá. Como todo 
esto no fue analizado con los señores legisladores, le pegan a las personas. 


A su vez, en ese marco de buen relacionamiento con la Dirección General y con la Suprema Corte de Justicia, 
la Asociación ha planteado a lo largo de todos estos años distintas soluciones que la Corte ha aceptado. Por 
ejemplo, planteó la transformación de cargos de ingreso Administrativo IV y Auxiliar II en cargos de ascenso, 
cargos de arriba de la pirámide del escalafón administrativo, para dinamizar la carrera de los funcionarios y 
procurar un más rápido ascenso. 


La Suprema Corte dijo que sí y se transformaron cargos administrativos y ya se hicieron los ascensos. 
Actualmente, muchos funcionarios judiciales por una propuesta de AFJU que se entendió correcta por parte 
de la Administración han podido acelerar su carrera y ganan un salario un poco mejor. 


A su vez, la Asociación de Funcionarios también planteó esto le pareció razonable a la Dirección General y la 
Suprema Corte lo aceptó la creación de un escalafón nacional. ¿Por qué hablamos de crear un escalafón 
nacional? Porque el ascenso era por departamentos; entonces, Montevideo tenía un mecanismo de ascenso 
que hacía que la carrera de los funcionarios de este departamento fuese bastante más rápida que la de los del 
interior, donde el ascenso era departamental y, dependiendo del departamento de que se tratara, había 
funcionarios que ingresaban como Administrativo IV que, a lo sumo, podían aspirar a jubilarse como 
Administrativo Ill, sin llegar a ser Jefes ni Alguaciles, que son los cargos de culminación de carrera. 


En departamentos muy chicos en cuanto a las oficinas judiciales, como Flores, es más difícil aún la carrera; 
en departamentos con más oficinas, como Maldonado, Salto o Paysandú, la carrera tenía un poco más de 
movilidad. O sea que había injusticia en cuanto al interior versus Montevideo y también en cuanto a 
departamento del interior versus departamento del interior, en función del tamaño de las oficinas. 


Cuando AFJU plantea esto, se entiende razonable, la Suprema Corte de Justicia lo aprueba, y, en este 
momento, la Directora de Recursos Humanos tiene que empezar a ejecutar los ascensos de acuerdo con ese 
escalafón nacional. A esos efectos, se ocuparon más de 170 vacantes en el escalafón administrativo vía 
transformación de los cargos de ingreso en cargos de ascenso. 


En este período también se dicto y se hizo con la AFJU una nueva reglamentación del sistema de 
calificaciones y ascenso. 


Podríamos hablar de muchas cosas más, pero como dije que señalaría hitos de todos estos años, quiero 
agregar que la Asociación de Funcionarios planteó algo que la Corte recogió, que vendrá en este proyecto de 
Presupuesto y esperemos que pueda consagrarse: la creación de un Departamento de Salud Laboral. 


La Asociación de Funcionarios ha planteado reiteradamente que hay una situación a atender y la Corte y la 
Dirección General entienden que esto es real. Hemos llegado al acuerdo de que hay que crear este 
Departamento. Hay situaciones de funcionarios que de alguna manera hay que atender. Muchas veces se 
habla de los buenos funcionarios, de la eficiencia de la Administración, etcétera, pero tenemos funcionarios 
que se enferman y a quienes se les hacen los sumarios correspondientes por ello, pero en los años de 
experiencia que tengo en la Administración pública que son unos cuantos nunca vi que las juntas médicas 
terminaran diciendo que cuando nos incapacitamos estamos incapaces y, por eso, tienen que jubilarnos. No sé 
si es cuestión de los médicos, de que el BPS no puede asumir la carga de un número tal vez importante de 
jubilados que aparecerían sin tener la causal completa por razones de menor edad, etcétera; no interesa cuál 
es la razón, sino el hecho es que algo hay que hacer con esos funcionarios, y por eso hago la digresión de 
mencionar el mecanismo de sumarios por enfermedad, que nunca termina en la jubilación por enfermedad de 
los funcionarios, sino que, por lo general, los médicos señalan que, debidamente compensados, pueden 
trabajar. Pero cuando el funcionario tiene un problema, es muy difícil que se compense si no tiene un núcleo 
familiar que lo apoye y que esté permanentemente detrás de él. 


Entonces, ¿dónde tiene que ser finalmente contenido y compensado? En la oficina judicial, pero eso no se 
puede hacer, porque distorsiona el funcionamiento de cualquier oficina, sobre todo, la de un Juzgado, con la 
sensibilidad de los temas que se tratan. Por esa y por otras razones aparece la necesidad de este Departamento 
de Salud Laboral, que esperamos que pueda crearse. 


A efectos de cerrar alguna consideración, el doctor Chediak hizo mención y se lo agradezco a temas 
personales que yo no hubiera tocado por la sensibilidad que implican y porque me alcanzan, pero sí quiero 
señalar alguna cosa que creo que la Comisión debe conocer. 


Hace un rato hablé de la larga experiencia en materia de administración que creo tener a esta altura, los años 
hacen que uno pierda lo que es la natural modestia de los uruguayos, pero hay cosas que a veces hay que 
decir; creo que esto también me lo ha enseñado el vivir unos cuantos años, y quiero agregar que, como lo 
entiende la Corte y como lo entiendo yo, lo que legitima son los concursos. Por eso quiero decir que este 
Director General llegó a ocupar un cargo de confianza por concurso. Este Director General no fue nombrado 
a dedo por la Corte, porque algún Ministro lo conociera o porque tuviera 37 años como funcionario judicial, 
aunque los tengo. 


Ingresé a un Juzgado de Paz haciendo la tarea que hoy cumplen aquellos funcionarios a los que la Asociación 
de Funcionarios representa; entré en un Juzgado de Paz que se llovía, en el que había ratas. Ese fue el Poder 
Judicial que heredamos; este es el Poder Judicial que tenemos hoy, el que fuimos construyendo con la Corte y 
con la Dirección General. Reitero que gané un concurso abierto, no interno en el Poder Judicial, en el que 
participaron cien personas. No sé si fue por suerte, pero resulté primero y la Corte me designó. Pero al cargo 
de carrera que tengo reservado por estar ocupando un cargo de confianza, como es el de Director de la 
División Jurídico Notarial del Poder Judicial, también accedí por concurso. O sea que si los concursos 
legitiman, legitimidad tengo para administrar el Poder Judicial junto con la Corte y para venir a informar a la 
Comisión sobre estos temas. Es una lástima que, ya que la Asociación de Funcionarios tanto propugna por el 
concurso, haya olvidado decir que quien dirige los servicios administrativos del Poder Judicial está ahí por 
haber ganado un concurso abierto, en el que participó gente de muy importante nivel en los temas de 
administración el concurso fue muy riguroso y la evaluación psicolaboral fue realizada por una empresa 
contratada, ajena al Poder Judicial, que fue ProNova; es decir que si quieren rastrear los antecedentes, allí 
estar. 


Sin perjuicio de quedar a la orden de los señores legisladores para profundizar en todo aquello en lo que no 
haya sido claro o en lo que se pretenda indagar un poco más, estaría terminando mi exposición. Agrego que 
la contadora me hacía notar que el Servicio de Defensorías Públicas que también fue aludido ha sido 
informatizado; además, en ese ámbito se creó y mejoró sustancialmente el sistema de información estadística 
del Poder Judicial, que está a cargo de la División de la que la contadora Gonnet está al frente. 


A la vez, la contadora fue aludida en esta misma Comisión, pero si los señores legisladores desean consultar 
estos números, advertirán que surge claramente que los Directores de División no se han acomodado mucho 
porque ella integrara el equipo de trabajo del Poder Judicial para el anterior presupuesto y para la reestructura 
como ocurre en este caso, por las funciones propias de su cargo, no por otra cosa, pues, en definitiva, están en 
el promedio de incrementos que han recibido todos los funcionarios judiciales. O sea que tampoco se ha 
inclinado la balanza a favor de los cargos de Director de División. 


Quedamos a vuestras órdenes para responder las preguntas que quieran formularnos. 


SEÑOR CHEDIAK.- Aunque nuestras exposiciones han sido bastante extensas, quisiera agregar un 
par de puntos que se me habían pasado. 


Hay una doble imputación que es contradictoria y la explicación es muy clara. Se señala que la Corte estaría 
en contra de la accesibilidad del ciudadano a la Justicia porque ha hecho algunas comunidades geográficas 
con Juzgados de Paz, eliminando algún cargo de Juez de Paz. En el mismo sentido, se manifiesta que algún 
Juez va a casar solo los viernes. Creo que en mi época también casábamos los viernes; por algún motivo los 
ciudadanos deciden casarse antes de los fines de semana. 


La explicación y la razón de por qué esto es contradictorio es que la Corte tiene un sistema estadístico de 
contralor de volumen de trabajo de las sedes judiciales. Entonces, la Corte ha hecho comunidades 
geográficas, disminuyendo el número de Juzgados de Paz, Seccionales o Juzgados de Paz Rurales o de 
Segunda o Primera Categoría, en lugares donde no había un volumen de trabajo que justificara la 
permanencia de esas oficinas, precisamente, porque los Jueces no tenían mucho trabajo y, por ende, tampoco 
había razón para que estuvieran todo el horario, los cinco días de la semana, en ese lugar. 


Entonces, en base a la potestad que el Parlamento oportunamente nos dio de efectuar transformaciones, 
utilizamos esos cargos y los transformamos para cubrir aquellos lugares en los que la necesidad es muy alta: 
la Justicia Letrada del interior. De este modo, vía transformación, hemos podido reforzar muchísimo la 
Justicia Letrada del interior, cuya carga de trabajo aumentó 102% en los últimos 10 años. Eso podemos 
ratificarlo aquellos que peinamos canas, porque hace 28 años había tres Jueces Letrados en Maldonado y 
ahora hay nueve y se necesita crear algún cargo más. 


Seguimos siendo el mismo número de uruguayos pero, por alguna razón, el requerimiento de los servicios de 
justicia ha aumentado enormemente; entonces, sobre todo en el interior del país, hemos debido efectuar una 
gran ampliación del número de Jueces Letrados en el interior, muchas veces por transformación y, en algunos 
casos, por creaciones presupuestales. Pero todo ello está determinado por el volumen de trabajo que, tal como 
hemos señalado, está en el entorno de los 800 a 1.000 casos por año por cada Juez Letrado. O sea que, 
trabajar, trabajan, y muchos de ellos están al borde de la saturación. Por eso en este Mensaje presupuestal 
estamos proponiendo crear 15 cargos más de Juez Letrado en el interior, varios de ellos para continuar la 
exitosa experiencia de Juzgados especializados en violencia doméstica; estamos pidiendo cargos para 
Montevideo y algunos para el interior. Pero, en general, lo que quiero trasmitir es que las decisiones que toma 
la Suprema Corte de Justicia en el delicado tema de las sedes judiciales, su número y su competencia, se 
basan en criterios objetivos estadísticos de necesidad de trabajo, volumen de audiencias realizadas, horario 
cumplido, horario que ha debido ser extendido por la nueva ley relativa al proceso laboral, pero de eso 
hablaremos mañana. 


No quisiera dejar de mencionar hoy que ha habido una suerte de alegato al pasar, en el sentido de que el 
doctor Van Rompaey y yo o la Corte, hubiéramos propuesto inconstitucionalidades. En lo personal, me he 
llamado al más absoluto silencio, porque si no, estaría incurriendo en alguna suerte de prejuzgamiento. 


Cuando a principios de año, al inicio de mi Presidencia, tuvimos la muy cordial entrevista con el PITCNT 
señalábamos --señalamos que la decisión de la Corte era cumplir con la ley, porque las leyes están para 


cumplirse, y así lo hicimos y así transformamos los Juzgados que transformamos en tres Juzgados de 
Instancia Laboral Unica en Montevideo y decidimos ampliar el horario de atención en las Sedes del interior 
de la República para poder cumplir con los plazos bastante acotados que esta ley establece. 


Además señalo que a nivel personal, en esa época creo que la entrevista con la Directiva del PIT CNT fue en 
febrero yo no tenía opinión formada sobre la ley; la tuve bastante posteriormente. Así que niego haber hecho 
referencia a algún tipo de inconstitucionalidad de la ley que, además, no conocía y no tenía analizada en esa 

época. 


Como decía, debimos ampliar el horario. En el interior de la República no va a haber más remedio ya se está 
haciendo que trabajar de mañana, a contra horario, para cumplir con esta nueva ley o la que termine siendo 
modificada, pero la voluntad siempre fue cumplir con ella, y así se le trasmitió al pleno del PP-CNT, porque 
concurrieron todos 


Por otra parte, deseo señalar que los señores Magistrados, además de hacer audiencias en el horario judicial, 
e, inclusive, en el horario judicial extendido, también dedicamos los fines de semana, mañanas, tardes o 
noches fuera del horario a los efectos de hacer el fondo de la labor jurisdiccional, que es el dictado de las 
sentencias y el estudio de los casos. 


Entonces, la referencia a la comparecencia es, por lo menos, parcial, más allá de que se está haciendo un 
control cada vez mayor de parte de los servicios inspectivos y de la Corte, del cumplimiento de los horarios y 
las tareas. Aspiramos a tener un sistema total de gestión informática que va a ser una especie de "Gran 
Hermano", que se nos está demorando porque la empresa chilena Sonda, que fue contratada, creo que sobre 
todo por el BID, a través de un llamado, se ha retrasado en la entrega. Esto prácticamente va a permitir llegar 
al expediente electrónico y, además, permitirá controlar el día, la hora, el minuto y el segundo en que cada 
acto jurisdiccional o administrativo se hizo, para poder detectar inmediatamente dónde están las demoras en 
los expedientes, y además, quién lo hizo, porque como va a haber firma electrónica, se podrá saber 
perfectamente qué funcionario administrativo, técnico o Magistrado fue quien hizo en tiempo o no el acto al 
que nos referimos. 


La idea es apostar a una mejora de la gestión, a acelerar no solo los procesos laborales sino todos los 
procesos, a matar los tiempos muertos de los expedientes, que es donde se pierde la mayor parte del tiempo 
que un expediente judicial implica. Hay una tendencia a creer que son los plazos procesales los que demoran 
los expedientes, pero si uno los suma puede comprobar que la duración real de un expediente es cinco o seis 
veces mayor, que solo el 15% o 20% del tiempo que insume un expediente está formado por los plazos 
procesales y que el resto obedece a los actos de gestión administrativa, y allí es donde la Corte tiene 
focalizadas sus experiencias. 


También quiero señalar que hemos hecho una apuesta fortísima no solo a lo tecnológico sino a la 
transparencia. Ingresamos voluntariamente no se nos impuso y hemos participado en la experiencia piloto del 
programa del Banco Mundial sobre Integridad, Transparencia y Rendición de Cuentas de los Poderes 
Judiciales, junto con Costa Rica, Paraguay, Brasil y Chile, a los efectos de hacer una medición de nuestros 
estándares. Además, se hizo una encuesta para conocer los niveles de corrupción y de eficacia en el 
funcionamiento. Curiosamente, una empresa argentina fue la que hizo el relevamiento estadístico, y el nivel 
de corrupción del Poder Judicial lo que los técnicos discutieron dio cero. Todos los encuestados, a todos los 
niveles, señalaron que el Poder Judicial carece de corrupción, lo cual es un orgullo para el Poder Judicial y 
creo que para el Uruguay todo. 


Procuramos la más absoluta transparencia, y la Corte tiene la más absoluta disposición de comparecer ante 
cualquier Comisión parlamentaria cuando se nos invite o, si no, como fue el caso, por voluntad personal 
ustedes han tenido la deferencia de recibirnos, porque la Corte no tiene nada que ocultar. Como dijo el señor 
Director, nos preciamos de ser buenos administradores 


Sé que se viene reiterando eso de que los Jueces son malos administradores, pero, en lo personal, reitero que 
siempre me ha gustado la administración: administré mi gremio, administré mi cooperativa, los temas me 
gustan, creo que sé cómo hacerlo, y hemos dado, junto con el señor Director, el doctor Méndez, una atención 
personalizada, si se me permite la expresión 


Conjuntamente, estamos saliendo a los distintos departamentos del país hemos visitado tres este año y vamos 
a las distintas sedes judiciales, tratamos de conocerlas él ya las conoce porque lleva ocho años trabajando 
pero yo llevo menos de uno, hacemos los relevamientos de las necesidades de los Magistrados, vemos los 
locales "in situ", hacemos los relevamientos de las necesidades de la Defensoría, de los técnicos y de los 
funcionarios, tratamos de cumplir con los requisitos y aspiraciones, tratamos de solucionar los problemas de 
humedades, de los aires acondicionados, de las computadoras, etcétera. Y lo hacemos yendo personalmente 
allí, porque el buen administrador tiene que conocer de primera mano la realidad del Poder Judicial 


Así que estamos poniendo nuestro mejor esfuerzo para hacer una buena administración. 


Reitero que estamos dispuestos a comparecer e informar, en esta Comisión o en cualquier otra Comisión 
parlamentaria, todo aquello que se nos pregunte. 


Muchas gracias. 


SEÑOR TIERNO.- Doy la bienvenida al Presidente de la Suprema Corte de Justicia y a la delegación 
que nos visita. 


Después de una extensísima participación de los integrantes de la Suprema Corte de Justicia, todavía me 
quedan más dudas de las que traje a esta comparecencia, sobre todo, por lo que buscábamos como Comisión. 
Voy a citar las palabras del compañero Diputado Iturralde Viñas cuando concurrieron los funcionarios del 
sindicato: "Tenemos que invitar a la Suprema Corte de Justicia para tratar de solucionar este tema (...)". Yo 
pregunto en voz alta a los compañeros y a los distinguidos visitantes, cómo queda el tema del 
relacionamiento después de esta exposición, ya que, por algún momento, noté que había enojo, encono, sobre 
todo, con las palabras que se dijeron acá por parte de la Asociación de Funcionarios del Poder Judicial. 


El doctor Méndez hizo un punteo sobre la mejora en la gestión administrativa que se contradice con lo que 
dijeron los funcionarios acá. Como integrante de la Comisión y como Diputado del interior, conociendo los 
problemas que tiene el Poder Judicial en el interior, sobre todo, en el aspecto edilicio como dijeron al final, 
me imagino que de cara al Presupuesto Quinquenal, la situación se va a poner bastante complicada, porque 
también fui parte de algún sindicato y como en este caso las autoridades plantearon puntos de vista tan 
contrapuestos, el relacionamiento resultará complicado. Pero vamos a seguir intentando que se dé ese buen 
relacionamiento que se tiene que dar obligatoriamente, aunque reitero me queda una gran duda con la 
participación de las distinguidas autoridades de la Suprema Corte de Justicia 


Muchas gracias. 


SEÑOR CHEDIAK.- Sí, es cierto que me tomé un Plidex antes de venir, pero no hay ningún enojo. 
Tengo una larga experiencia como dirigente sindical. Sé cómo son los códigos que se manejan y por eso, 
sin ningún tipo de adjetivación, venimos a dar nuestra visión contrapuesta. 


Sí quiero señalar al señor Diputado Tierno que hay una fuerte apuesta de la Suprema Corte de Justicia y 
también de la Dirección General de la institución de efectuar en el próximo quinquenio las reformas en el 
interior. Son las mismas reformas que se hicieron en Montevideo, que señalaba el doctor Méndez, que 
seguramente terminen en 2011, con el mismo nivel de inversiones. No aspiramos a que se nos aumente el 
crédito presupuestal por inversiones sino a mantener el mismo nivel. Eso nos va a permitir hacer una serie de 
reformas indispensables en el interior de la República. 


Les adelanto, simplemente, de memoria que no es muy buena, que aspiramos a hacer un Centro de Justicia en 
Maldonado. Por lo que señalábamos ya no hay lugar físico que alquilar o dónde colocar más juzgados en 
Maldonado, que sí se requieren. Tenemos el terreno y creo que la presupuestación del edificio es de 

US$ 9:500.000. Por lo menos vamos a comenzar tercerizando la construcción de ese Centro de Justicia. 


Hay que ampliar enormemente el Centro de Justicia de Rivera. 


Por otra parte, hay que hacer una reforma edilicia muy importante en el edificio principal que tenemos en la 
ciudad de Mercedes, donde hay que invertir muchísimo para hacer un reciclaje. 


En Fray Bentos, los juzgados están en una casa bastante vetusta donde será necesario hacer inversiones de 
reciclaje muy importantes. O sea que sí hay una apuesta a la mejora edilicia en el interior. 


A su vez, estamos intentando tener sedes funcionales, con aire acondicionado, no solo para los funcionarios 
sino también para el público, que es el destinatario final de nuestros servicios. 


Decía que en lo personal, no hay enojo sino que simplemente quería hacer algunas correcciones, sobre todo 
referidas a la exposición del señor directivo Signorelle. Como vieron, no hago observaciones a los relatos que 
se hacen de parte de los otros señores directivos porque, más o menos, dentro de la óptica de cada uno, 
refieren a cómo vemos las distintas realidades. Pero sí había algunas inexactitudes en algunas aseveraciones, 
que eran muy genéricas, a veces si se me permite, aseveraciones que responden a una realidad que ya fue, 
una realidad de hace muchos años, que no es la actual. Entonces, queríamos simplemente dar nuestra visión 
alternativa. 


Quiero reiterar que la Asociación de funcionarios se ha seguido reuniendo por diversos temas con el doctor 
Méndez, como creo que lo hace, prácticamente en forma semanal. Y las diversas reuniones como ellos lo 
señalan que hemos tenido la Presidencia de la Corte con la directiva de los funcionarios han sido de un nivel 
adecuado, con un buen relacionamiento. A algunos de ellos, como a Signorelle y Romasanta, los conozco de 
la actividad gremial de cinco años atrás. Así que les adelanto que nuestro relacionamiento, en lo personal, es 
cordial; simplemente tenemos visiones distintas sobre algunos temas. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Para dar tranquilidad al Diputado Tierno, quiero decir que obviamente no hay 
enojo; sí firmeza. En todos los actos de mi vida, cuando estoy convencido de algo, soy firme y cuando 
me demuestran que estoy en un error, lo admito con la misma claridad y firmeza que cuando estoy 
convencido de que no estoy en un error. Entonces, estoy acostumbrado a la negociación y al 
relacionamiento desde hace muchos años; esto no es nuevo para mí. 


En lo que es personal, con la Asociación de funcionarios tengo una relación cordial, lo que no implica que 
cuando discrepamos lo hacemos fuertemente y cuando coincidimos, vamos juntos cinchando para el mismo 
lado. O sea que desde ese punto de vista, a mí no me preocupa en lo más mínimo seguir adelante la 
negociación con la Asociación porque, de hecho como señalaba el Presidente de la Corte, nos seguimos 
reuniendo desde el día siguiente de haber estado en esta Comisión; aun teniendo conocimiento de la versión 
taquigráfica, me pidieron ser recibidos y hablamos de los temas que íbamos a tratar, pero este asunto no salió. 
No se trató esto, no porque no tuviera ganas, sino porque sé que mi función es facilitarle las cosas a la Corte 
y no complicárselas. Por eso el tema obviamente no fue tratado, cuando sí fueron tratados aquellos temas que 
la Asociación de funcionarios nos planteaba. Y fueron tratados, una vez más, porque estaba convencido de 
que tenían razón. O sea que, pese a que hacía veinticuatro horas que conocía el contenido de la versión, en mi 
ánimo eso no pesó para que tuviera un gesto no adecuado para con la Asociación o trasmitiera a la Corte algo 
en función de la reacción que me generaba la reunión que habían tenido el día anterior. Ahora, es natural que 
no me guste esa reunión. Creo que a ningún legislador le habría gustado que se dijeran cosas como las que se 
mencionaron acá de la Corte y de algunos de nosotros en lo personal, pero tenemos muy claro por la función 
que cumplimos desde hace muchos años que las cosas personales y los enojos deben separarse de la función. 
Seguiremos dialogando con la Asociación, como siempre. 


Cuando hablé de ámbito de negociación o de diálogo que tenemos, me quedó algo en el tintero. Creo que la 
Asociación de funcionarios confunde cuando dice que no se la escucha. Se le ha escuchado. Y no solo se le 
ha escuchado; la Corte, no queriendo hacer una profundización de la reestructura, por escucharla, contesta a 
través de la Dirección General: "Bueno, muy bien, planteen la reestructura por escalafón". O sea que la Corte 
parte de no profundizar una reestructura, lo dijo el Presidente. Se lo trasmitimos a esa Asociación y a las 
demás, que también estaban presentes. Sin embargo, la Corte, en un gesto más de buscar el acercamiento 
dice: "Bueno, planteen la reestructura por escalafón". A eso se contestó que no. Entonces, yo digo: ¿es que no 
se escucha, que no se negocia o es que cuando se contesta algo que no se quiere oír, digo que no se está 
negociando? La negociación implica que ambas partes planteen algo; a veces hay acuerdo, otras, ceden 
ambas partes y se llega a un punto medio y en otras, simplemente no hay acuerdo, pero no es que no se 
negocie o no se escuche. ¿Cómo no se va a escuchar si acabo de mencionar una serie de ejemplos en los que 
la Corte ha aceptado lo planteado por la Asociación y, además, para este Presupuesto que se va a tratar en el 
Parlamento, la Corte da un paso al costado en el tema de la reestructura y les permite plantear una 
reestructura por escalafón, cuando no la quiere? ¿Por qué hace eso la Corte? En un gesto de acercamiento, de 


buscar espacios. Claro, como no se dijo sí a la reestructura que planteó la Asociación, entonces, se nos lleva 
al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y se dice que no negociamos, que no escuchamos y que no hay 
ámbitos. Yo creo que lo que ocurre es que cuando se negocia, no siempre nos dicen lo que queremos oír. 


SEÑOR CHEDIAK.- Para seguir ilustrando la complejidad que tiene este problema: si hubiera habido 
algún paso más allá en la aceptación de la "re-reestructura'" o profundización de la reestructura o 
marcha atrás de reestructura, porque se quiere volver a achicar la diferencia que se agrandó hace 
cinco años entre el alguacil y los grados inferiores a costa, nuevamente, del escalafón II de Técnicos y 
Peritos o del escalafón II de Defensa Pública, en realidad, en este momento, en lugar de tener un 
conflicto con la Asociación de Funcionarios Judiciales, tendríamos uno con tres gremios. Esa es la 
realidad. Entonces, en algún caso se señaló que la Corte estaba pretendiendo privilegiar a los técnicos y 
a la defensa pública por encima de los funcionarios, pero se verá en nuestro proyecto de Presupuesto 
que eso no es así. Eso significaría dar en el escalafón V y VI aumentos menores a los de los técnicos y a 
los de la defensa pública. Se dijo: "Paremos de llevar recursos desde los cargos técnicos y de defensa 
pública y bajar los aumentos quinquenales de esos funcionarios para llevarlos al escalafón V y VI y 
demos aumentos proporcionalmente parejos para todos". Imagínense los problemas que tendríamos si 
a la Corte se le hubiera ocurrido dar menores aumentos a los escalafones administrativos y auxiliares 
para privilegiar a los técnicos y a la Defensa Pública. Se privilegió a auxiliares y administrativos hace 
cinco años, pero en esta ocasión dijimos: "Ahora habrá aumento parejo para todos porque ya la 
reestructura está". Y llegamos a lo que les decía el doctor Méndez: "Si quieren hacer una reestructura 
interna del escalafón," yo siempre he tratado de decir al pan, pan y al vino, vino "si le quieren dar 
menos aumento a los alguaciles en el quinquenio para beneficiar a los escalafones inferiores, si quieren 
hacer cortesía con sombrero propio, háganla. Se lo permitimos. Estamos dispuestos a que esos dos 
escalafones, V y VI, hagan reestructura interna con su propia partida de aumento". Y se nos dijo que 
de ninguna manera, que se aspiraba a reiterar la situación de hace cinco años, en la cual se había 
postergado a los defensores les vamos a dejar todos los números, a los actuarios, a los técnicos y a los 
peritos para dar aumentos en el escalafón de auxiliares y administrativos. Sin embargo, no solo se 
contempló la aspiración del 23,5%, sino que se planteó una partida especial para dar un aumento un 
poco mejor en los grados inferiores de los escalafones V y VI. Es decir que en el Mensaje de 
presupuesto de la Corte se recogió parte importante todo lo que se pudo de lo que planteó la Asociación 
de funcionarios. Por lo tanto, siento cierta sorpresa ante esta situación. 


Trato de hablar lo más coloquialmente posible, sobre todo a nivel gremial; ahora, como Presidente de la 
Corte no puedo hacerlo, pero en algunas de estas largas reuniones señalé que mi aspiración como Presidente 
de la Corte era que por primera vez llegáramos a una instancia presupuestal sin estar peleándonos y haciendo 
este tipo de consideraciones públicas. No ha sido posible, pero el ambiente ha sido de mucho diálogo; los 
hemos recibido siempre, tienen mi número de celular; no hay absolutamente ningún obstáculo de 
comunicación con la Asociación de funcionarios. Simplemente, fuimos hasta donde pudimos en la 
negociación, en este ámbito tan complicado de cinco gremios y una Corte. 


SEÑOR VIDALÍN.- Pensaba expresar lo siguiente fuera de Sala, pero lo voy a hacer frente a mis 
compañeros. Tengo el gusto de conocer al doctor Méndez, porque siempre he recibido de parte de los 
funcionarios judiciales de Durazno palabras de elogio respecto a su persona, en especial de los que, 
ingresados a través de la Intendencia, han pasado a cumplir funciones en vuestro organismo, y ya que 
cada vez que han necesitado su asesoramiento y su consejo, han recibido una respuesta justa y sabia. 
Por lo tanto debo reconocerlo y valorarlo públicamente. 


Es una alegría que esté acompañado por el Presidente y por la señora Directora. 


Quiero realizar unas preguntas al doctor Chediak respecto a algunas apreciaciones realizadas. Cuando 
estuvieron los compañeros integrantes del gremio judicial, manifestaron que el Presidente les dijo: "Vamos a 
pelear el presupuesto del Poder Judicial y después vemos cómo lo repartimos". Estas expresiones no fueron 
bien interpretadas por los compañeros del gremio judicial. Entonces, me gustaría que el señor Presidente de 
la Suprema Corte de Justicia lo explicara coloquialmente como le gusta hablar para que quede sentado en la 
versión taquigráfica. 


Por otro lado, en el presupuesto del Poder Judicial se atiende más determinados casos de funcionarios de un 
escalafón elevado. Aunque el señor Presidente de la Suprema Corte de Justicia ya lo explicó, quiero que 
conste nuevamente en la versión taquigráfica. Quiero saber sí ese es el espíritu o si como dice el señor 
Chediak el reparto en este caso es igualitario para todos y me gustaría que explicara también por qué no se 
contempló un plus para aquellos funcionarios que se encuentran más perjudicados en lo que tiene que ver con 
los niveles salariales sobre la base del escalafón. 


Agradezco muchísimo vuestra presencia. Nos vamos a nutrir mucho de lo que nos puedan trasmitir. 
SEÑOR CHEDIAK.- Agradezco la oportunidad de hacer las aclaraciones. 


Como señalé, el problema de las reestructuras es el alto costo que tienen. La reestructura original de 
funcionarios, la primera que discutimos en una subcomisión de la Intergremial que se llamó Intergremial 
Números, donde estaba el directivo Romasanta por la Asociación de Funcionarios Judiciales y yo por la 
Asociación de Magistrados, tenía un costo altísimo, del orden del 80% de incremento del Rubro 0 lo estoy 
diciendo de memoria y luego se terminó haciendo una reestructura con el 40%: en definitiva, 33% más 7% se 
tuvo. Entonces, recordando esa experiencia, yo les dije que ellos estaban planificando una reestructura cuyo 
costo mínimo era de 23,5% de donde sale el 23,5% que solicitamos en nuestro Mensaje presupuestal y no el 
20,5% que la Corte había planteado originalmente y les señalé: "Ustedes saben que las reestructuras tienen un 
costo muy alto. Esta, ya de entrada, con menos de 23,5% de todos los escalafones, salvo Magistrados, no se 
puede hacer. ¿Para qué vamos a estar peleando ahora si ni siquiera sabemos si vamos a tener un 23,5%, un 
20% o un 18%, en cuyo caso tampoco sabemos qué tipo de reestructura se podría hacer? Obtengamos 
primero la bolsa, o sea, el incremento global del Rubro 0 y, después, como se hizo en 2005" cuando primero 
se obtuvo el aumento global y luego, en los 180 días siguientes, en el correr de 2006, se hizo la reestructura, 
porque no se hizo en la instancia presupuestal, sino ya con los números abiertos "podemos transitar alguna 
suerte de camino de esa manera". Y se nos dijo que no, que las pautas fundamentales de la reestructura 
debían figurar en el Mensaje de la Corte, a pesar de que se les explicó que no había tiempo material de 
hacerlo, aunque hubiera voluntad. 


De aquí es que surgió la idea de luchar juntos por lograr el mejor aumento presupuestal que razonablemente 
se pueda obtener para el Poder Judicial y, en cualquier caso, después se verá si se hace alguna discriminación 
de los aumentos por escalafones. 


Cabe señalar que no estamos privilegiando absolutamente a nadie. Hemos tenido reclamos de todo tipo, 
inclusive del escalafón "R", que es el informático, donde tenemos un problema porque si bien tiene algunos 
de los mejores sueldos de técnicos y semitécnicos del Poder Judicial, no compiten con los sueldos de otros 
organismos ni con los sueldos que se pagan en la actividad privada, lo que genera una alta rotatividad de 
funcionarios porque se van. Sin embargo, tampoco se van a contemplar aumentos especiales para ese 
escalafón. 


Es bueno reiterar que tenemos dificultad de obtener buenos candidatos en el concurso de oposición y méritos 
para el CEJU para magistrados. Hemos rediseñado las bases del concurso y hemos hecho algún tipo de 
propaganda dando charlas a los abogados recién egresados que van a jurar a la Corte a los efectos de 
interesarlos y motivarlos a ingresar a la carrera judicial. Vamos a ver cómo nos va en este concurso cuyo 
plazo de inscripción es en agosto, porque con el nivel actual de sueldos no encontramos el número suficiente 
de candidatos. Sin embargo, tampoco estamos privilegiando al escalafón "I" de Magistrados, en el porcentaje 
de aumento respecto a los otros. El único aumento que yo recuerdo si no es así me corregirán los Directores 
que me acompañan es el pequeño incremento adicional para los grados inferiores de los escalafones V y VI, 
de funcionarios y auxiliares. O sea que el único privilegio va en el sentido que nos planteó la Asociación de 
Funcionarios en cuanto a contemplar los sueldos más bajos del Poder Judicial. 


SEÑOR MÉNDEZ.- Quiero complementar la información solicitada por el señor Diputado Vidalín. 


Sé que la Asociación de Funcionarios entiende que la porcentualidad mantiene las actuales diferencias de la 
escala salarial. Nuestro organismo es uno de los pocos que tiene escala salarial y sus salarios, con todas las 
compensaciones, están publicados en la página Web; de acuerdo con lo poco que he visto de otros 
organismos públicos, puedo decir que figuran los básicos, pero no sabemos sobre las compensaciones. Quien 


ingrese a nuestra página Web sabrá cuánto ganan todos y cada uno de los funcionarios judiciales, sueldo final 
con compensaciones. Este es un dato no menor. 


¿Por qué digo esto? Porque si bien la porcentualidad mantiene esas diferencias y por eso la Corte no quiere 
profundizar una reestructura, hay una escala que se entiende que es adecuada que tiene grados porcentuales 
entre cargo y cargo que son adecuados: entre el 5% y el 3%, según los casos. Esto no fue algo caprichoso 
porque la reestructura se hizo con una cantidad de dinero que era nuestro techo como acaba de manifestar el 
doctor Chediak y con un piso, que eran los sueldos que se percibían en ese momento, y a la hora de hacer la 
distribución no se pudo establecer una escala donde se estableciera el 5% entre cada grado. Si bien en 
algunos casos, reitero, es el 5% y en otros el 3%, entendemos que la escala es adecuada. 


Además, se observa que hay sueldos que no son buenos desde los Ministros de Corte hacia abajo en el Poder 
Judicial y que hay diferencias entre un Administrativo IV que ingresará con un sueldo de $ 18.000 si es que 
en el Parlamento se llega a consagrar la propuesta de la Corte y que hacia arriba en el Poder Judicial hay 
salarios bastante mejores, aunque son inferiores a los que se pagan en algunos organismos públicos, porque 
hay otros que están peor que el Poder Judicial, que está en una suerte de término medio respecto a sus 
retribuciones. 


Pero, ¿qué compensan esos salarios mayores a los que tienen compensación por dedicación total o por 
dedicación permanente? En primer lugar, compensan la formación profesional y la dedicación total que hace 
que el profesional del Poder Judicial a lo que hay que agregar la incompatibilidad constitucional si es 
abogado, no pueda ejercer su profesión ni otro tipo de actividad remunerada cualquiera sea ella. Yo siempre 
digo que si a algún funcionario judicial de los que estamos en el régimen de incompatibilidad absoluta no nos 
alcanzara el salario, no podríamos salir a lavar vidrios como una changa porque sería causal de destitución. 


Reitero que se compensa la formación profesional, la carrera administrativa a esos cargos no se llega de 
buenas a primeras, sino después de muchos años en la organización y de algunos concursos y las máximas 
responsabilidades que se tienen. Entonces, para todos nosotros es razonable que existan diferencias entre un 
cargo y otro; sin embargo, a ello se le ha llamado inequidad. Inequidad sería que quien tiene la máxima 
responsabilidad en el Poder Judicial ganara lo mismo que una persona que recién ingresa. Eso sería 
inequidad. 


Quien ingresa a la organización con futuro de carrera sobre todo si va a hacer carrera administrativa, 
concluye en el cargo que reiteradamente el doctor Chediak ha señalado, es decir, el de Alguacil, que también 
tiene un régimen de incompatibilidad, de "full-time", y que le pasa lo mismo que a los cargos técnicos, que 
no pueden ejercer profesión, pero a lo cual se agrega la prohibición expresa de tener otra actividad 
remunerada. Por lo tanto, parece razonable que tengan salarios diferentes por la responsabilidad, la carrera y 
el régimen especial de trabajo al que están sometidos. 


Estas son las razones que explican las diferencias de salarios. 


Todos sabemos que lo que hace la porcentualidad es mantener las diferencias, pero estas no son caprichosas 
porque compensan regímenes de trabajo muy duros que determinan que un profesional deba poner al servicio 
del Poder Judicial toda su formación y viva exclusivamente de su salario. No es lo mismo ser abogado aquí 
que serlo en el Banco de Seguros del Estado, por ejemplo, que además de percibir su salario de ese 
organismo, puede ejercer su profesión en forma independiente; además, nadie le va a decir que está haciendo 
algo incorrecto ni será destituido. Un hecho como este, en el Poder Judicial, es una destitución inmediata, 
porque así se establece en la Constitución de la República. 


Entonces, parece razonable que en una organización compleja, en la que casi todos los técnicos tienen 
incompatibilidades, totales o parciales, y ciertas responsabilidades, los salarios sean notoriamente diferentes, 
pero la Suprema Corte de Justicia está alineada con lo que pide COFE que es un ingreso de $ 18.000 reitero 
si es que en el Parlamento se consagra la propuesta del Poder Judicial. 


Reitero que no vemos ningún tipo de inequidad en las diferencias que muestra nuestra escala de salarios. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agradecemos la profusa información brindada. 


La Comisión de Legislación del Trabajo refiere a temas específicos. No desconocemos las potestades 
constitucionales que tiene la Suprema Corte de Justicia, pero nos permitimos plantear la necesidad de 
impulsar mecanismos de diálogo y de negociación, pues es una contribución fundamental a la democracia. 


Dadas las diferentes posiciones que plantean los funcionarios judiciales y la Suprema Corte de Justicia, 
aspiramos a que los mecanismos de negociación puedan desarrollarse de la mejor manera. 


Muchas gracias. 
(Se retira de Sala la delegación de la Suprema Corte de Justicia) 
(Ingresa a Sala la delegación del Sindicato Nacional de Trabajadores de la Enseñanza Privada, SINTEP) 


——— La Comisión de Legislación del Trabajo da la bienvenida a la delegación del Sindicato Nacional de 
Trabajadores de la Enseñanza Privada, SINTEP, integrada por el señor Zelmar Ortiz y por la profesora 
Graciela Recioy, ambos integrantes del Secretariado Ejecutivo. 


Pedimos disculpas por el retraso en atenderlos; ello se debió a que se extendió el tiempo de que disponía la 
delegación anterior. 


SEÑORA RECIOY.- El Sindicato Nacional de Trabajadores de la Enseñanza Privada trae a la 
Comisión cuatro temas: dos de clara denuncia, otro para buscar el apoyo de los señores Diputados y, 
por último, uno básicamente informativo. Vamos a dejar una carpeta con los documentos. 


SEÑOR ORTIZ.- Voy a referirme al tema de la antigijedad que para nosotros es bastante complicado y 
que hace cinco años que venimos reclamando. 


La prima por antigiiedad en la enseñanza privada fue establecida en la que hoy se conoce como segunda 
ronda de los Consejos de Salarios 1985-1990 con carácter general "para todo el personal comprendido en la 
vigencia de este Consejo", establecido en el artículo 6 del Decreto N” 287/85 de 4 de julio de 1985, que 
recogió el acuerdo de los representantes de las tres partes integrantes del mismo. Según el acápite del referido 
Decreto se fijaron las retribuciones mínimas, categoría y demás condiciones laborales para el Grupo de 
Actividades Educativas y Culturales que en aquel entonces era el Grupo 41. En el artículo 1 del Decreto se 
establece la vigencia del mismo por dieciséis meses, entre el 1? de junio de 1985 y el 30 de setiembre de 
1986, norma que, en su acápite, alude a los tres temas referidos. 


En ese momento, muchos institutos comprendidos en la competencia del Consejo correspondiente al Grupo 
41 estaban pagando el mencionado beneficio; algunos desde mucho tiempo antes. Cuatro disposiciones del 
Decreto ponen de manifiesto esta situación. El artículo 7 refiere a "los institutos que no estuviesen pagando la 
antigiledad", esto quiere decir que en esa fecha ya había instituciones que la pagaban. La existencia de 
instituciones que pagaban prima por antigiiedad a la fecha del referido Decreto es confirmada por el 

artículo 8 que permitió que las instituciones que ya estuvieran pagando antigúedad integrada en el sueldo y 
pudieran demostrarlo, discriminaran dicho concepto en los recibos. El artículo 9 revela que había institutos 
que pagaban antigúedad incluso superior a la que se establece por este Decreto a los que se les impuso 
seguirla pagando en su totalidad diferenciando el exceso e identificándolo como antigúedad especial. La 
misma referencia a la antigúedad se hace en el artículo 3. 


Por otra parte, el artículo 6 establece que la prima por antigúedad es del 2% anual hasta alcanzar el porcentaje 
máximo del 40%. Esto fue establecido para ser aplicado en ese lapso que obviamente supera el plazo de 
vigencia del Decreto. Este criterio posteriormente fue ratificado dos veces por las partes al acordar que el 
plazo se extendiera a veinticinco años artículo 6 del Decreto N* 454/86 y luego a treinta años artículo 4 del 
Decreto N* 489/86. 


Según el Decreto N* 138/05, el 19 de abril de 2005 se organizaron los Grupos de Consejos de Salarios. Los 
servicios de enseñanza son competencia hoy del Grupo 16. Se consideran servicios: preescolares, escolares, 
secundaria, superior, técnico, comercial, academia de choferes, especial para personas con capacidades 
diferentes, enseñanza de idiomas, profesores particulares y otro tipo de enseñanza, formación o capacitación. 


Con la nueva normativa se han incorporado al Grupo de la enseñanza los preescolares que no funcionen o 
pertenezcan a establecimientos privados destinados a la enseñanza privada, que ya estaban comprendidos en 
el Grupo 41, y otros tipos de enseñanza, formación o capacitación que se han dado en llamar "Educación No 
Formal". Siendo la prima por antigúedad una condición de trabajo aplicable por tiempo indefinido de todos 
los trabajadores del Grupo 41, la misma pasa a ser aplicada a todos los trabajadores del Grupo 16 que incluye 
al "Subgrupo 07- Educación No Formal". 


En el Subgrupo referido a Educación No Formal se nuclea a CAIF, club de niños y otro tipo de educación, y 
es en el que puntualmente no se paga la antigúedad. En el período pasado tuvimos entrevistas con al Plan 
CATF e hicimos gestiones para ver si esto se podía resolver. La contestación fue que ya había pasado la 
instancia de Presupuesto. Por lo tanto, como INAU hace contratos de gestión con las asociaciones civiles 
para el trabajo en los CATF, esto no se podía resolver. 


Nosotros en este período nos estamos movilizando y ya hemos hablado con los Ministros de Trabajo y 
Seguridad Social y de Desarrollo Social y con el Director Nacional de Trabajo. Queremos que el Estado haga 
cumplir las leyes a los privados cuando realice con ellos contratos de gestión. Si INAU hace un contrato de 
gestión con la asociación civil para que maneje y administre un CATE, nosotros exigimos que el Estado haga 
cumplir las leyes. Para nosotros ellos son nuestros patrones porque todos los trabajadores de los CAIF están 
en planillas de la parte privada y es la asociación civil la que figura como patrón. No estamos reclamando 
ninguna otra cosa más que el cumplimiento de la ley. 


SEÑORA RECIOY.- Esta situación está generando inestabilidad laboral, ya que, por ejemplo, el CAIF 
"Los patitos", de Las Piedras, cumplía con este Decreto en forma adecuada y hace unos meses 
comunicó a la DINATRA que iba a dejar de pagar la prima por antigúedad propuso un acuerdo con los 
trabajadores para que renunciaran a este derecho; obviamente, el Sindicato no firma la renuncia a un 
derecho consagrado por decreto y, ahora, el CAIF "Los patitos" anuncia el cierre del centro, con lo que 
las trabajadoras quedan sin su fuente laboral. 


El segundo punto que queremos tratar refiere a la Ley N* 17.940, sobre libertad sindical. El Sindicato viene 
denunciando desde hace casi tres años una violación a esta Ley, concretamente, en el Colegio Alemán. Se han 
dado muchas instancias de negociación tripartita en la DINATRA y algunas de negociación bipartita, pero no 
se ha llegado a buen puerto. 


La situación se da, concretamente, con dos trabajadores que durante dieciocho y trece años se han 
desempeñado en forma satisfactoria en sus funciones, siendo reconocidos en público, tanto oralmente como 
por escrito, por esa institución antes de su afiliación sindical, y están siendo objeto de sanciones sistemáticas 
que hacen discutir la evaluación que se ha hecho de ellos desde hace tres años aproximadamente. Se pone en 
tela de juicio la responsabilidad e idoneidad de ambos trabajadores, tantas veces ponderada, desde que ellos 
hacen uso de su derecho constitucional de sindicalización y comienzan a trabajar promoviendo la 
organización sindical en su lugar de trabajo, ejerciendo el derecho consagrado por ley. 


El Colegio Alemán realiza persecución sindical a los trabajadores Pons y Espino, buscando atacar de raíz la 
organización sindical mediante el acoso permanente a ambos. Ante la persecución planificada, organizada, 
ejercida directamente desde el escalafón jerárquico inmediato y mediato, sistemática y cuotificadamente, los 
trabajadores sindicalizados se ven enfrentados, desde el accionar del Colegio Alemán, a perder su fuente 
laboral y, por ende, su medio de vida, o a desafiliarse del Sindicato como única forma de volver a ser buenos 
trabajadores para el Colegio Alemán. 


La persecución sindical llevada adelante tiene gravísimas consecuencias a nivel personal para los dos 
trabajadores, pero también a nivel institucional para el Sindicato Nacional de los Trabajadores de la 
Enseñanza Privada y para el PIT-CNT. 


En cuanto a los trabajadores Pons y Espino, la persecución sufrida durante estos tres años afecta 
notoriamente su salud física y emocional, influye negativamente en su vida laboral y familiar, atenta contra 
su autoestima, lesionando las relaciones personales en ambos ámbitos; en el ámbito laboral, promueve el 
aislamiento de los trabajadores sindicalizados del resto de los trabajadores por temor a represalias semejantes 
a las que sufren Pons y Espino, genera inseguridad en cuanto a su futuro laboral y, por ende, crea un 


sentimiento de inseguridad general que afecta a todo el entorno familiar, por tratarse de ser jefes de familia 
con menores a cargo. 


En cuanto al SINTEP, la persecución sufrida por los compañeros afiliados a este Sindicato, que pretenden 
levantar una organización en el Colegio Alemán, funciona como presión para que otros trabajadores sientan 
temor de organizarse y afiliarse a ese núcleo de trabajadores, así como demuestra un claro desconocimiento 
de la institución sindical, constituyendo un mensaje para otras patronales al incentivarlas a promover desde 
ellas la persecución a trabajadores organizados, con el fin de debilitar al Sindicato y, por extensión lógica, al 
conjunto de trabajadores organizados. 


Ante la gravedad de los hechos, antes de tomar otras medidas sindicales en el marco de la conflictividad 
planteada, el SINTEP ha procurado, en todo momento, promover el diálogo como medio para revertir la 
situación injusta de la que son víctimas estos dos trabajadores solo por pretender defender sus derechos y los 
derechos del colectivo. Dichas negociaciones pretendieron enmarcarse, en todo momento, en los ámbitos de 
discusión tripartitos y bipartitos, sin que se cortaran jamás por ser parte del SINTEP. En cambio, el Colegio 
Alemán continúa la persecución a los trabajadores sindicalizados Pons y Espino, quienes intentan llevar 
adelante una organización sindical en la empresa. 


El Colegio Alemán, en varias oportunidades, incumple con sus propios compromisos adquiridos, firmados en 
la DINATRA, en clara violación a la Ley N” 17.940, de fueros sindicales, no habilitando la cartelera sindical 
en las condiciones establecidas por la Ley y acordadas en un acta del Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, desconociendo la organización sindical dentro de la empresa, la formación de un núcleo de 
trabajadores; ejemplo de ello es la sanción al trabajador Pons por acudir al Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, a audiencias en la DINATRA, como representante sindical. Esa sanción fue levantada en el acta del 
23 de junio de 2010. 


El Colegio ha negado y niega sistemáticamente reuniones bipartitas solicitadas por el SINTEP y sugeridas 
por los representantes del Poder Ejecutivo en la DINATRA, en claro desconocimiento del Sindicato Nacional 
de Trabajadores de la Enseñanza Privada como institución. Ha negado sistemática o directamente dar 
respuesta a las propuestas reiteradas de reuniones bipartitas formuladas por el PLCNT, desconociendo así a 
todos los trabajadores sindicalizados del país y a sus sindicatos todos. 


En resumen, el Colegio Alemán atenta contra las libertades individuales y colectivas, violando la 
Constitución y la ley. 


El SINTEP y el PIT-CNT denuncian esta situación de persecución sindical llevada adelante por el Colegio 

Alemán, exigen el cese de ella y el respeto de los derechos humanos fundamentales de los trabajadores, así 
como el cumplimiento inmediato de los derechos sindicales, claramente consagrados en la Ley_N* 17.940. 

Esto corresponde a un acta de la DINATRA de fecha 20 de mayo de 2009. 


En la carpeta que dejamos hay dos actas, una de fecha 21 de abril de 2010, en la que luego de dos audiencias 
en la DINATRA, se levanta la sanción que se le impuso al trabajador por haber concurrido a la DINATRA 
como representante sindical y otra, de 23 de junio de 2010. 


El tercer punto es informativo y, a la vez, requiere apoyo de los señores Diputados. Solicitamos que se 
establezca un día como el Día del Trabajador de la Enseñanza Privada. El SINTEP se fundó el 15 de junio de 
1985, recién recobrada la democracia, como sindicato único, abarcando a todos los trabajadores de la rama. 
Esto se pudo concretar efectivamente a partir de la reorganización de los Consejos de Salarios por Rama de 
actividad en el año 2005. 


Dado que está reconocido, desde hace años, el Día de los Trabajadores de la enseñanza oficial, no laborable 
reconocimiento a la labor fundamental que realizan, como sucede con el trabajo de tantas otras ramas de 
actividad, cuyo servicio a la sociedad es considerado a la hora del fomento de su identidad en la celebración y 
que este año, 2010, se cumplieron los veinticinco años de lucha del Sindicato, y como reconocimiento al 
trabajo en defensa de los derechos, no solo de los trabajadores de la enseñanza privada, sino de la clase 
trabajadora en su conjunto, el SINTEP está proponiendo que se declare el 15 de junio como Día del 
Trabajador de la Enseñanza Privada, no laborable. 


Para finalizar, el cuarto punto tiene que ver con el beneficio jubilatorio para todos los trabajadores de la 
enseñanza privada. Estamos promoviendo que se consiga este beneficio para todos los trabajadores. Debido a 
la importancia de la labor educativa y a la relevancia de llevarla adelante en óptimas condiciones de salud 
mental y física, cada tres años de trabajo se contabilizan cuatro para la jubilación; en la actualidad son 
depositarios de este beneficio jubilatorio los trabajadores de los institutos privados habilitados y los 
trabajadores de la enseñanza oficial. Todo trabajador de un centro educativo es parte del proceso de 
enseñanza y aprendizaje. El mayor número de trabajadores y de trabajadoras que no cuenta con este beneficio 
jubilatorio en el Grupo 16 cumple funciones en centros destinados a la educación en la primera infancia: 
jardines y guarderías, centros CATE, centros de educación inicial, etcétera es decir, los correspondientes a los 
Subgrupos 01 y 02 del Grupo 16, y en centros de enseñanza especiales para personas con capacidades 
diferentes, Subgrupo 04; todas áreas de trabajo en las que los índices de subsidio por enfermedad, a raíz de 
las actividades que realizan, son muy elevados. Tampoco cuentan con este beneficio los trabajadores y las 
trabajadoras de institutos no habilitados. El SINTEP, basado en el principio de equidad, promueve el 
reconocimiento del derecho para todos los trabajadores y para todas las trabajadoras del Grupo 16, servicios 
de enseñanza, de este beneficio jubilatorio 


SEÑOR POZZI.- Sobre el segundo punto que plantean los trabajadores quiero decir que, sin duda, hay 
una legislación vigente que hay que cumplir, sea quien sea el patrón. La Comisión discutirá luego qué 
se hace con eso. 


Quiero hacer un breve comentario sobre el primer punto. Es importante y no solo es un problema de los 
trabajadores de la enseñanza privada, sino que también se da con otros trabajadores y, a veces, tiene que ver 
con diversos aspectos. En algunos casos, se hacen los presupuestos para pagar determinadas actividades sin 
tener en cuenta todo lo que está laudado y, entonces, cuando llega el momento de pagar y viene el reclamo, 
no hay dinero para hacerlo porque, en realidad, nunca se tuvo en cuenta qué era lo que había que pagar. Eso 
sucede en muchas actividades que la Administración Pública contrata, a través de otro, como sucede con 
PLEMU o con otras organizaciones en el Pereira Rossell; hay cientos de trabajadores que tienen dificultades 
de ese tipo. Por otra parte, se da que, haciendo bien los cálculos, no se vuelca eso al trabajador. Están esos 
dos aspectos. 


Sin duda, lo que está laudado, está laudado. Está bien que la delegación traiga esto hoy, antes de la 
consideración del Presupuesto, para que después no se plantee aquello de que como no lo presupuestamos, no 
lo tenemos. En cierta medida, es así; si la plata no está presupuestada, no se puede pagar. El asunto es que no 
está presupuestada porque, a veces por las razones que sean- cuando se hace el presupuesto de lo que se debe 
pagar en determinada actividad, no se tiene en cuenta todo, no se mira qué establece el laudo de la actividad 
que se va a contratar. Al no tenerse en cuenta eso, la plata después no alcanza. Eso se da en el Estado con 
respecto a lo que contrata; se da también cuando el Estado contrata a empresas de servicios, por ejemplo. 
Cuando los trabajadores reclaman, uno advierte que la empresa que ganó la licitación lo hizo porque puso un 
precio bajo y que eso se debe a que no incluyó nada de lo que el trabajador debía recibir; simplemente, se 
determinó que el trabajador ganaría $ 11 la hora y eso es todo, sin tener en cuenta que hay otro montón de 
factores que también son parte del salario, que a la hora de licitar hay que poner arriba de la mesa. 


Entonces, este tema que plantean los trabajadores de la enseñanza privada es mucho más abarcativo en el 
Estado. Es cierto que se ha corregido mucho. Para que sepan, hace seis años, cuando entramos acá, la 
empresa que limpiaba en el Palacio Legislativo no pagaba a los trabajadores; hubo que hacer mil y una 
gestiones para que pagaran. A raíz de eso, surgió la ley que regula las tercerizaciones, que, inclusive, habilita 
a que ustedes puedan reclamar al Estado por algo que no se les paga; están en todo su derecho. Me parece 
que es importante que los trabajadores traigan ese tema aquí; tienen razón, pero es bastante más abarcativo 
que las contrataciones del Estado con sus "funcionarios" entre comillas y otras contrataciones que se dan. 


SEÑOR ORTIZ.- Quiero hacer la siguiente aclaración. En realidad, el Sindicato no está pidiendo más 
presupuesto para los privados. Nosotros entendemos que la Constitución da bastantes beneficios a la 
educación privada. Lo que nosotros planteamos es que cuando se realicen estos contratos de gestión, se 
tomen ciertos recaudos, porque en el período pasado fueron muchísimos los CAIF con los que tuvimos 
que terminar en la DINATRA y hay una suerte perversa de discusión en la que nosotros reclamamos a 
nuestro patrón que nos pague lo que está acordado y el patrón dice que no puede porque hizo un 
contrato de gestión con el Estado que no le permite. [La aclaración que quería hacer es que estas 


asociaciones podían por sí buscar recursos de terceros, pero eso no es lo que nosotros estamos 
reclamando. Cada uno tendrá que buscar los recursos como pueda, ya sea por el contrato que hizo o 
por otro medio. Se reclama solo que se cumpla con la ley. El que tenga que hacer algún contrato de 
gestión, que lo haga como corresponde, pero no queremos que utilicen más la excusa de que por no 
estar en el presupuesto no se nos puede pagar. 


SEÑOR POZZI.- Estamos hablando de la misma cosa. El punto es que si los ingresos del CAIF 
dependen del Presupuesto, si no está la plata, no va a estar el pago, eso es así. Si el ingreso depende del 
Presupuesto y de otros aspectos es distinto. 


Hay un error de partida, a veces no se tiene en cuenta todo el salario; cuando se hacen los cálculos, se 
considera solo el salario base del trabajador, pero no se toma en cuenta que el trabajador se tiene que vestir, 
calzar, etcétera, y eso debe proporcionarlo el patrón. Al no pensar en eso, cuando llega el momento, la plata 
no está porque a veces los costos son muy ajustados. 


Esto pasa en muchas actividades y vale la pena traerlo a la conversación; cómo se presupuesta la contratación 
de una actividad es una discusión mucho más amplia, y se cometen errores que después pagan los 
trabajadores, en este caso, ustedes. 


SEÑOR ORTÍZ.- Hay una Asociación que tiene vinculación con la Iglesia Católica que se encuentra en 
Las Piedras. Este CAIF pagaba la antigúedad correctamente desde hace quince años, o sea que, más 
allá del dinero que venía del Plan CAIF, ellos tenían recursos para pagar. Hoy ellos dicen no tener más 
recursos; el Plan CAIF no le permite seguir pagando la antigiedad, a lo cual se agrega la problemática 
de cierre. 


SEÑOR PRESIDENTE.- El señor Diputado Pozzi se refería a la necesidad de que las contrataciones 
que hace el Estado, muchas veces con sociedades civiles, tengan claramente determinado el respeto a 
las condiciones de trabajo y a los laudos salariales. Muchas veces eso no se tiene en cuenta y después no 
se aplica, siendo perjudicado el trabajador. 


En el caso de la denuncia sobre el Colegio Alemán, sabemos de la existencia de denuncias desde hace mucho 
tiempo y ustedes lo documentan con el acta de DINATRA de hace más de un año. Esta Comisión se va a 
encargar de analizar la posibilidad de convocar a la Dirección del Colegio dado que existen leyes en el país y 
si bien hay un aspecto que atañen directamente al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social y a la Inspección 
General del Trabajo, hay otros sobre los que el Parlamento y esta Comisión tienen potestades. 


En lo que respecta al día del trabajador de la enseñanza privada como lo han solicitado varios gremios, va a 
ser analizado- no creo que corresponda ahora dar una opinión al respecto. 


Los aspectos legales directamente relacionados con la tarea de la enseñanza y con cómo equiparar esos 
derechos, van a ser analizados en profundidad. Desde ya les decimos que lo referido a las libertades 
sindicales, es una denuncia muy seria, muy documentada, sabíamos de la misma y corresponde que esta 
Comisión escuche y analice el planteo del Colegio Alemán en ese sentido. 


SEÑOR GROBA.- Recordamos que fue en el año 1985 que se constituyó esta organización sindical. 
Algunos de los que estamos acá tenemos bien presente el surgimiento del movimiento sindical en 
aquella época. 


Estamos preocupados con la actitud del Colegio Alemán así como la de cualquier otra institución que no 
respete los derechos de los trabajadores. 


Me gustaría saber si el CAIF "Los Patitos" cierra porque no puede seguir manteniendo lo convenido en 
materia de los derechos de antigúedad de los trabajadores. ¿Hay algún cambio en la contratación y no se 
permite retribuir a "Los Patitos” para que pueda pagar el beneficio de la antigúedad? Pregunto esto porque 
creí entender que por la estructura de los CAIF no se permite que "Los Patitos" genere otros recursos para 
pagar el beneficio. 


SEÑOR ORTIZ.- Una de las trabajadoras en "Los Patitos" tiene quince años trabajando allí. Su 
sueldo era alrededor de $ 9.500. Cuando le dejan de pagar la antigúedad, pasa a percibir $ 6.000 
aproximadamente; eso es casi un 30% menos. Nuestros reclamos ante la DINATRA por esta 
trabajadora son para que se le pague su salario original. 


La patronal de este centro en la DINATRA nos dijo que había hecho gestiones ante el Plan CAIF para saber si 
podía pagar eso y que la idea era mantener el salario de los trabajadores. Sin embargo, recibió una negativa 
del Plan CAIF debido a cuestiones presupuestales. De todos modos, sabemos que hay trabajadores de otros 
CAIF que han hecho acuerdos para instrumentar esta misma rebaja. Quiero aclarar que nosotros no podemos 
hacer una denuncia formal. 


Hay alrededor de 320 CAIF en Uruguay y si solo algunos pagan ese beneficio, van a ser la oveja negra del 
programa. Sabemos que se los está coaccionando para que adopten las pautas del resto. Eso veladamente fue 
lo que nos quiso decir la patronal del CAIF "Los Patitos"; se nos dijo que tenía que cerrar porque no podía 
cumplir. 


En el período pasado, junto con otros compañeros del Secretariado, debimos haber tenido alrededor de diez 
reuniones con la licenciada Ana Cerutti, Presidenta del Plan CATE, y ella conocía el tema. Creo que no ha 
habido una voluntad muy buena de parte del Plan CAIF para tratar de solucionar este asunto. Ya a mediados 
de 2005 empezamos con los reclamos y las negociaciones con la señora Presidenta. 


SEÑORA RECIOY.- Quiero acotar que esta prima por antigiiedad es de un 2% para el trabajador, con 
un tope de treinta años, algo que si uno lo dice así quizás pueda sonar muy fuerte. Pero la realidad es 
que los salarios de la enseñanza privada al contrario de lo que cree la opinión pública, en su amplia 
mayoría, son subsumidos. El salario que mencionó el compañero Ortiz es para una trabajadora de 
ocho horas con niños de dos años. El laudo de la enseñanza privada está entre $ 5.500 y $ 6.000 
mensuales por veinte horas semanales. La prima por antigiedad es uno de los pocos beneficios que 
tenemos los trabajadores de la enseñanza privada para mejorar nuestro salario. 


Lo que declara la asociación civil "Los Patitos" en la audiencia no en las actas es que ellos recibieron un 
llamado de atención del Plan CAIF para no continuar pagando. 


SEÑOR POZZI.- No nos parece asombroso lo del 2%. Eso se aplica a los compañeros que ganan 
$ 5.000 o $ 20.000. Cada cuatro años se reajusta ese porcentaje y eso nadie quiere perder ese beneficio. 


SEÑOR VIDALÍN.- Compartimos las apreciaciones con respecto a la situación que se está dando a 
nivel del Plan CAIF en todo el país, no solo en los salarios sino en otros temas. 


En lo personal, debo valorar muchísimo la obra de los CAIF. Creo que el presupuesto de los más de 
trescientos centros debe ser muy exiguo. 


Entiendo que esto ameritaría una invitación porque tengo la certeza de que este es un tema que podemos 
solucionar a través del diálogo y desde esta Comisión. 


En cuanto a los salarios de los privados a nivel de la enseñanza como ex administrador de un colegio privado 
durante muchísimos años, debo reconocer que la situación de Montevideo y del interior es diferente, puesto 
que las cuotas son distintas. En el interior se está dando una pérdida de puestos laborales realmente grande 
porque son muchos los institutos privados que se ven obligados a cerrar. 


Creo que en tal sentido podríamos trabajar y legislar desde esta Comisión para tratar de encontrar soluciones 
equitativas. 


Compartimos en un todo lo expresado por los compañeros representantes de las gremiales privadas. 


SEÑOR ORTIZ.- Quiero agregar que no se tiene noción de la dedicación con que las trabajadoras del 
Plan CAIF hacen su tarea. Yo he defendido a los CAIF, he conversado con las trabajadoras y pude ver 
cómo trabajan en Montevideo y en el interior. 


En 2003 defendí el CAIF de Parque del Plata y sus trabajadoras estuvieron seis meses sin cobrar el sueldo 
por un problema entre la Asociación y el INAUÚ. Sin embargo, fueron los seis meses a trabajar sin 
preocuparse de las cuentas que tenían que pagar, su sobrevivencia, etcétera. Destaco que realizaron la misma 
tarea sin cobrar su sueldo. 


Si bien es cierto que son muy loables todas las asociaciones civiles en cuanto a cómo organizan los CATE, 
también hay que saber que el trabajador del Plan CAIF pone más de sí de lo que se cree. 


Para ellos, los niños que van allí, en primer lugar, son sus vecinos, porque la mayoría de los trabajadores son 
del barrio y, además, los tratan como si fueran sus hijos; cualquiera que visite un CAIF, sea la hora que sea, 
podrá comprobarlo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Nos consta lo que señala el señor Ortiz. 


Les agradecemos la información que nos han trasmitido. Esperemos tener noticias que nos permitan hacer 
una devolución sobre los temas planteados. En principio, analizaremos la convocatoria a la Dirección del 
Colegio Alemán. 


SEÑORA RECIOY.- Además de la carpeta que les entregamos, dejamos a disposición de la Comisión 
una cronología que elaboró el sindicato, en la que figuran los sucesos en el Colegio Alemán y se 
presentó adjunta a la denuncia de persecución sindical en el Ministerio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Seguramente va a resultar de mucha utilidad. 
SEÑORA RECIOY.- Gracias por recibirnos. 


(Se retiran de Sala los representantes de SINTEP) 


(Ingresan a Sala las señoras Natalia Nadal y Mariela Álvarez, representantes de trabajadores con contrato a 
término de la Contaduría General de la Nación) 


SEÑOR PRESIDENTE.- La Comisión de Legislación del Trabajo tiene mucho gusto en recibir a las 
señoras Natalia Nadal y Mariela Alvarez, quienes representan a trabajadores con contrato a término 
de la Contaduría General de la Nación. 


SEÑORA NADAL.- Trabajo en la Contaduría General de la Nación desde hace 3 años. Somos 43 
compañeros en la misma situación. Ingresamos en 2007 como becarios y, luego, por necesidades del 
organismo, el Contador General hizo un llamado abierto y público y algunos pudimos pasar de 
becarios a contratados a término. Entre los 43 compañeros que tenemos contratos a término hay 
estudiantes de derecho, de economía, técnicos en administración y en sistemas. 


Como dije, el llamado fue abierto y público; participaron personas que no eran becarias. El llamado incluía 
dos pruebas, la primera de las cuales era eliminatoria. Muchos compañeros becarios quedaron afuera y no 
pasaron a ser contratos a término; obviamente, entró gente nueva. 


Ahora tenemos la incertidumbre de lo que pasará con los contratos a término, porque según el Decreto 

N* 138/2010, estos contratos seguirán hasta el 31 de marzo de 2011. Quisiéramos saber si se hará algún tipo 
de reforma, si en la Ley de Presupuesto se incluirá algún articulado que contemple la posibilidad de 
presupuestarnos, de pasarnos a función pública o si realmente el 31 de marzo de 2011 se terminarán nuestros 
contratos. 


Buscamos dar a conocer nuestra situación porque la Contaduría nos ha capacitado a lo largo de estos 3 años. 
Además, ya no hacemos las funciones de apoyo que deberíamos desarrollar como becarios o como 
contratados a término, sino que realizamos las mismas tareas de los funcionarios públicos. 


En la Contaduría no solo hay contratos a término, sino también pasantes, becarios, empresas unipersonales y 
contratos a 150 días. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Quiero aclarar que en este momento hay un llamado para contratos a término 
de abogados, contadores y procuradores. La solicitud del funcionario existe porque en este momento 
está el llamado. Nuestra interrogante es por qué no contratan a la gente que ya está y que ya se ha 
capacitado. Entramos como becarios y hemos hecho cursos en la Contaduría y en la Oficina Nacional 
del Servicio Civil. 


También quiero dejar constancia de que estamos tratando de informar a todos los Senadores para que se 
conozca nuestra situación. Somos contratados y estamos interesados en quedarnos; cumplimos las mismas 
tareas de los funcionarios de la Contaduría y la contadora tiene intenciones de presupuestarnos en el caso de 
que el Gobierno así lo requiera. El problema es que está la limitante del Decreto. 


SEÑORA NADAL.- Según nos manifestó la contadora, está esperando el lineamiento del Gobierno; 
dice que hasta que no tenga claro qué va a hacer el Gobierno no puede garantizarnos nada. Entonces, 
estamos en el medio: por un lado, ella nos dice eso y, por otro, no sabemos qué más hacer. 


No sé si podría decir que nuestras funciones son vitales, pero si nos sacaran de la Contaduría el servicio se 
vería realmente afectado, porque somos funcionarios de hecho. 


Yo me recibí el año pasado de abogada; mi contrato es de procuradora, pero estoy cumpliendo tareas de 
abogada. La mayoría de nosotros está en la misma situación; muchos se han recibido de contadores y otros 
están próximos a terminar sus carreras. 


Además, hay que considerar la edad que tenemos. Todos tenemos alrededor de 30 años. Sentimos que si nos 
sacan el trabajo el Estado va a perder todo lo que hemos aprendido y la experiencia que hemos adquirido; se 
ha invertido mucho dinero en cursos. Realmente estamos calificados para la tarea que estamos 
desempeñando. El contrato a término siempre se ha renovado y hemos tenido buenas calificaciones, muy 
positivas. Nuestros jefes, cuando nos califican, hacen constar la necesidad de seguir contando con nuestros 
servicios. 


Venimos a la Comisión para saber qué va a pasar, para averiguar si tienen conocimiento de lo que se podría 
hacer a nivel presupuestal o si podemos hacer algo más. Nosotros estamos interesados en seguir. La verdad es 
que nos gusta mucho el trabajo que hacemos; estamos contentos de estar ahí, tenemos el apoyo de todos los 
compañeros, pero la limitante del Decreto nos deja con la incertidumbre de no saber qué pasará. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Quiero dejar constancia de que hay contratos a término que hace 10 años que 
están trabajando en la parte de sistemas. En este momento están cumpliendo funciones vitales de 
funcionario público y tienen personal a cargo. La contadora tomó la decisión de no capacitarnos más 
hasta no saber qué pasará con nosotros. Ellos le plantearon a la contadora que tienen gente a cargo y 
que necesitan capacitarse y capacitar a su personal. 


También queremos informar que de los 480 funcionarios que hay en la Contaduría General de la Nación, 213 
están en un rango de edad entre 50 y 60 años, próximos a retirarse. 


SEÑOR NADAL.- Trajimos una carpeta con documentación en la que se incluye un estudio de edades 
confeccionado por la sección Personal de la Contaduría. También incluimos el llamado que reitero que 
fue público y abierto y las dos pruebas que se hicieron, la primera de las cuales fue eliminatoria. 
Además, incorporamos las resoluciones correspondientes a las renovaciones: una firmada por el ex 
Presidente Tabaré Vázquez y la otra, por el Presidente Mujica. Personalmente, me tomé el 
atrevimiento de hacer un proyecto de articulado en el que me ayudó mi jefa para incluir en la próxima 
Ley de Presupuesto, del que hay una copia en esta carpeta, en la que también incluimos un ejemplo de 
contrato como el nuestro, a fin de que les quede documentado y comprueben que todo fue legal y 
transparente. 


El viernes pasado nos sentimos bastante indignadas porque en la prensa apareció una nota expresando que 
todos los contratos a término realizados en el Gobierno pasado habían ingresado a dedo. La verdad es que por 
lo menos yo, quedé indignada, porque el llamado fue hecho con gran esfuerzo. En el Gobierno pasado el 


Contador General hizo todo para que fuera lo más transparente posible, y que salga en la prensa que todos 
entraron a dedo, es horrible. Pero aquí consta que todo fue legal. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Quiero trasmitirles que aquí hay varios aspectos. Uno de ellos tiene que ver 
con orientaciones generales que va a marcar el Poder Ejecutivo con respecto a la situación del Estado y 
de los funcionarios públicos en general. Seguramente lo que les dijeron en la Contaduría en cuanto a 
que se están esperando esas orientaciones es efectivamente así. Va haber una situación de carácter 
general que luego, seguramente, se aplicará a cada uno de los organismos. 


No cabe duda en cuanto a que hay una situación compleja. Sabemos que hay organismos del Estado en los 
que áreas sensibles para realizar la tarea están ocupadas por becarios, pasantes y contratos a término. 
Sabemos que eso sucede en empresas públicas y también en la Administración Central. En el Parlamento 
todavía no se ha avanzado mucho en ese tema en cuanto al traslado de información, pero suponemos que 
previo al ingreso del Presupuesto vamos a conocer más a fondo esa situación. Hoy no tenemos respuesta a lo 
que ustedes plantean en cuanto a las situaciones que se dan en Contaduría. Reitero que nos parece que va a 
haber una orientación general que luego se aplicará a cada lugar, pero tenemos conciencia de las dificultades 
y de la necesidad de racionalizar el Estado. Se realizó un esfuerzo por regularizar en el inicio de la 
Administración pasada, sabemos que luego no se pudo mantener esa intención y que hay que revisar la 
situación general. Creemos que eso se está haciendo y sobre esa base se va a generar un proceso de discusión 
y definición. Comprendemos la incertidumbre, este tema lo han planteado varias delegaciones, se está 
trabajando en él, pero esa discusión todavía no ha sido radicada en el Parlamento y estamos esperando tener 
más información al respecto. 


SEÑOR TIERNO.- Saludo a la delegación de trabajadoras de la Contaduría General de la Nación. 


Para que conste en la versión taquigráfica y todos los señores Diputados tengamos la misma información 
quisiera preguntar qué cantidad de becarios, pasantes y contratos a términos hay actualmente en la 
Contaduría. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Hay doce becarios y pasantes, a tres de los cuales se les vence el contrato 
próximamente, en el mes de setiembre, y al resto en enero 


En este momento también están entrando becarios de UTU y hace aproximadamente un mes entraron 
pasantes de la Facultad de Ciencias Económicas, para los que se había realizado un llamado en enero. Por los 
lineamientos que se vienen dando, creemos que en este momento la idea del jerarca es sustituir a los becarios 
que están. 


Por otra parte, hay empresas unipersonales en cantina y guardería. En cantina tenemos diez funcionarios bajo 
esa modalidad, y en guardería desconocemos el número exacto, porque trabajan por fuera de la Contaduría, 
pero creemos que son entre seis y ocho. 


Actualmente quienes tenemos contratos a términos somos cuarenta y tres, y hay tres contratos por ciento 
cincuenta días que ya estaban en el Gobierno anterior. Supuestamente se los contrató por ciento cincuenta 
días y el jerarca anterior había dicho que el contrato era renovable por única vez. Ese contrato se 
desnaturalizó y se fue renovando sucesivas veces; tuvieron una renovación de cinco contratos por ciento 
cincuenta días. Últimamente hicieron transacciones con la jerarca y lograron la posibilidad de que esos 
contratos puedan participar en este contrato a término que se está realizando actualmente, pero por lo que se 
ha dicho, creemos que no los tienen ponderados. 


SEÑOR VIDALÍN.- Las representantes de becarios y pasantes de la Contaduría General de la Nación 
nos plantean problemáticas diferentes a lo que tiene que ver con las empresas unipersonales; lo que 
ellas plantean es totalmente diferente y se trata de situaciones que no tienen similitud. 


En cuanto al tema de las pasantías, los becarios y, fundamentalmente, los contratos, creo que debemos estar 
atentos a la normativa presupuestal que nos llegue. No es este el único caso que se nos ha planteado; lo 
hemos recibido de parte de todo el Estado, y sería bueno que esta Comisión pueda tener acceso cuanto antes a 


lo que ha venido del Poder Ejecutivo para buscar un diálogo, fundamentalmente en los casos que se nos 
plantean, en los que se ha dado concurso y ha habido disposición. 


Indudablemente al igual que en otras ocasiones nosotros hemos manejado este tema, desde el momento en 
que entran como pasantes o becarias, el espíritu es el de que tengan una experiencia laboral que les dé la 
posibilidad de insertarse posteriormente en el mercado y sortear lo que habitualmente dice "El País" de los 
domingos: "Inútil sin experiencia”. Esto, precisamente, lo que hace es brindarles una experiencia para que 
cuando golpeen una puerta encuentren un elemento que puedan incorporar a vuestro currículum. Pero este es 
un caso en el que ustedes han manifestado que han dado concurso, que tienen un contrato, y sería bueno 
ampliar esta información y analizar las posibilidades que existen. 


En algún momento, en una de las escasísimas ausencias de nuestro dinámico Presidente ejercía la Presidencia 
el señor Diputado Coitiño nosotros planteamos que quizás en alguna de estas sesiones, en lugar de recibir 
delegaciones, deberíamos analizar estos temas con vistas a las instancias presupuestales que se van a dar a la 
brevedad. 


SEÑOR VIVIÁN.- Ante todo, quiero saludar a la delegación de becarios y pasantes de la Contaduría 
General de la Nación. 


A título de mayor información con respecto al tema, quiero preguntar lo siguiente. Ustedes plantearon en la 
introducción que había salido en la prensa que su ingreso no había sido por concurso. Para manejar 
información de primera mano, quiero saber si se trata de prensa oral o escrita y cuál es. 


SEÑORA ÁLVAREZ.- Lo leímos en "El País". Salió publicado el viernes pasado y por eso nuestra 
inquietud de dejar esa constancia. Nosotros entramos como becarios y después se hizo un concurso que 
fue muy transparente. Participaron la Oficina Nacional del Servicio Civil y la Oficina de Planeamiento 
y Presupuesto. Fue un concurso, reitero, totalmente transparente. Tenemos las bases, las resoluciones, 
todo. 


Además, el hecho de que se diga que entramos a dedo es indignante, dado que muchos compañeros que 
queríamos que siguieran con nosotros, quedaron afuera por perder la prueba, pues la primera era eliminatoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Entendemos el planteamiento. Sin duda, no solo vamos a esperar sino a 
requerir información a los distintos organismos y procuraremos adelantarles a la brevedad en qué está 
la situación. 


(Se retira de Sala la delegación de trabajadores con contratos a término de la Contaduría General de la 
Nación) 


(Ingresa a Sala una delegación de SITTRI y UNOTT) 


———- Tenemos el gusto de recibir al señor Héctor Silva, miembro del Sindicato de Trabajadores de Transporte 
de Rivera, SITTRI, y al señor Carlos Reutor, miembro de la Unión Nacional de Obreros y trabajadores del 
Transporte, UNOTT, a quienes cedemos el uso de la palabra. 


SEÑOR REUTOR.- El tema principal que veníamos a comentarles es que tenemos una situación 
particular con una empresa de Rivera que se llama Boreal. Desde 2005 hay irregularidades con el 
laudo porque la empresa no paga lo que corresponde. Concurrimos al Ministerio con los compañeros y 
llegamos a hacer un convenio, pero nos vinimos para acá y el señor Rivadavia Dos Santos Posada, el 
encargado, no lo cumple. 


Lo principal en este tema es que tenemos un título ejecutivo para cobrar. Se dio un plazo de cuarenta y ocho 
horas, la primera vez, de setenta y dos, la segunda, pero nunca pudimos cobrar. 


Venimos a la Comisión para ver qué caminos podemos seguir, porque los caminos legales ya los recorrimos y 
no pudimos tener acceso a eso. 


Voy a dejar al compañero Silva que explique mejor la situación porque son ellos los que están allá. 


SEÑOR SILVA.- Lo que decía el compañero es cierto, amén de las persecuciones sindicales, porque 
continuamente estamos amenazados por este señor. No nos permite trabajar adecuadamente y 
prácticamente no tenemos diálogo con él. Cada vez que nos presentamos para tratar de llegar a un 
acuerdo amigable, nos rechaza y nos persigue. A su vez, todo compañero que intente afiliarse al 
sindicato es perseguido, al punto tal de que muchos se han ido de la empresa porque no lo soportan. 


A nosotros nos resulta extraño que hagamos las denuncias pertinentes a través del Ministerio y que los 
trámites sigan su curso hasta un cierto punto en que ya no continúan. Y no tenemos una respuesta. 


Según el convenio que mencionaba el compañero, supuestamente, teníamos que llegar al laudo en enero de 
2008, pero hasta el día de hoy no hemos recibido un peso de aumento. Hace tres años que morimos en los 
3,96, que es el jornal que estamos percibiendo. Son números nominales, incluidos los beneficios para la 
categoría. O sea que el dinero que agarramos en la mano es $ 200 y poco. Estamos pasando una situación 
bastante acuciante. 


Entonces, como decía el compañero, queríamos pedirles su colaboración para que este señor se avenga a lo 
que es la ley y a respetar nuestros derechos. 


Gracias. 
SEÑOR TIERNO.- ¿En qué rubro gira la empresa? 


SEÑOR SILVA.- Tiene transporte urbano e interurbano en el departamento de Rivera, amén de hacer 
turismo y de cumplir algunos contratos con el Estado. Por ejemplo, con el Ministerio del Interior tiene 
un contrato de traslado de los guardias carcelarios de Rivera al COMCAR, Libertad y La Tablada. 


SEÑOR TIERNO.- 


¿Cuántos funcionarios tiene la empresa? 


Usted dijo que en el Ministerio los trámites no corrían. ¿Es el Ministerio de Transporte y Obras Públicas y el 
Ministerio de Trabajo y Seguridad Social? 


SEÑOR SILVA.- Me refería al Ministerio de Trabajo y Seguridad Social. Somos ochenta funcionarios 
hoy día en la empresa. 


SEÑOR OLIVERA.- 


El laudo del transporte ¿es único para Montevideo y para el interior? El sistema con el que trabajan ¿es el de 
conductor-cobrador? 


¡SEÑOR REUTOR..- El sistema de laudo es diferente para los distintos sectores. Ellos tienen un servicio 
interdepartamental que se cobra por kilómetro y uno interurbano que se cobra por hora. 


SEÑOR OLIVERA.- ¿Es diferente al salario de cada uno? 
SEÑOR REUTOR.- Exactamente. 


También quiero decir que en este proceso tuvimos un promedio de entre 17 y 18 inspecciones del Ministerio 
dentro de la empresa, todas favorables para los trabajadores. Dos o tres fueron hechas por gente de las 
dependencias del Ministerio en Rivera, y cuando empezaron a transitar los créditos ejecutivos, dos o tres 
fueron hechas por inspectores de Montevideo. Vale la pena señalar esto porque tenemos los papeles, hubo dos 
citaciones, una del Ministerio por 48 horas, pero aún no hemos podido cobrar. 


SEÑOR OLIVERA.- Evidentemente, aquí hay actores involucrados que tienen que tener una opinión 
muy clara, dado que se trata de servicio tarifado y para hacer la tarifa se trabaja sobre una 
paramétrica que considera salario y el resto de los rubros que componen el precio del boleto. Si 
ninguna de las líneas sale del departamento, su servicio pertenece netamente a la órbita municipal y 
son las Intendencias las que deben fijar la tarifa. Si salen del departamento, tiene injerencia el 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas, que también impone tarifas. No debemos olvidar que el 
transporte es un servicio tarifado, no tiene precio libre, y entre los componentes que integran la tarifa 
está el salario. El laudo fijado está considerado en la tarifa. Así que si la Intendencia Municipal de 
Rivera no adoptó el papel que le corresponde, ahí también hay una omisión de su parte. 


SEÑOR REUTOR.- Nosotros nos reunimos con el señor Tabaré Viera cuando era Intendente y hay una 
falencia grave de la Intendencia en lo que refiere a las paramétricas. No tenemos la certeza de cómo se 
rigen, porque como trabajadores no tuvimos acceso a esas paramétricas. 


Nuestra denuncia se debe principalmente a la falta de presión que hay sobre la empresa para cobrar los 
créditos. Si la Intendencia da o no da a la empresa parte de la paramétrica es algo que tiene que arreglar el 
empresario con la Intendencia y no los trabajadores. Nosotros trabajamos para cobrar nuestro salario. Como 
se decía que la empresa podía cerrar, seguimos los carriles correspondientes de ir a hablar con la Intendencia, 
porque es a la que le corresponde licitar en caso de que la empresa Boreal caiga, para que los trabajadores 
tengamos puestos de trabajo en una empresa que pueda estar allí normalmente. 


La inquietud principal que queremos plantear hoy es que hay inspecciones marcadas dentro de la empresa y 
tenemos casi veinte actas labradas en el Ministerio, pero no ha habido ninguna sanción hacia ese empresario 
y los compañeros siguen sin cobrar. 


SEÑOR ITURRALDE.- En el período anterior estuvimos analizando el laudo del transporte en el 
interior y se había hecho una solicitud de descuelgue. No sé si eso se efectivizó, si se trabaja con un 


laudo nacional o el interior tiene uno especial. 


Por otro lado, quisiera saber si las inspecciones que han mencionado se realizaron por inspectores de acá o 
del interior. 


SEÑOR REUTOR.- Puede haber un descuelgue de cualquier empresa del interior siempre y cuando se 
presente en el Ministerio de Trabajo y Seguridad Social con todos los documentos: los libros, los títulos, 
etcétera. 


SEÑOR ITURRALDE.- Yo sé cómo funciona eso. Lo que quiero saber es si se efectivizó el descuelgue. 


SEÑOR REUTOR.- No. El laudo es único para todo el país. En el interior se paga un 82% de lo que se 
paga en Montevideo. 


En cuanto a las inspecciones, en general, fueron hechas por inspectores de Rivera, menos las últimas, cuando 
empezamos a hacer los títulos, que las realizaron inspectores de Montevideo. 


SEÑOR ITURRALDE.- ¿Y en todas se les dio la razón? 
SEÑOR REUTOR.- Exactamente. 


SEÑOR VIDALÍN.- ¿La empresa recibe algún tipo de subsidio de parte del Gobierno departamental 
de Rivera? 


SEÑOR SILVA.- Sí, el subsidio para el gas oil y para el boleto nacional de estudiante. No sé si toman 
eso como subsidio, pero recibe plata del Estado, y por lo que sabemos, el ingreso de la empresa es 
altamente rentable. Igualmente, el empresario anda buscando más subsidios porque dice que no le da. 


Quiero hacer una acotación a lo que decía el compañero respecto a los títulos ejecutivos que se han hecho a 
partir de 2007. Ya hay una orden judicial; nosotros intervinimos la empresa por orden judicial. Hubo una 
contadora interventora a la que se le dio la orden del entregar el 15% de la recaudación diaria en forma 
semanal, todos los viernes, pero desde la primera vez que la contadora fue a recibir el dinero, él se negó a 
entregarlo y hasta el día de hoy no ha entregado absolutamente nada al Juez. Sin embargo, no hubo ningún 
tipo de sanción, ni siquiera judicial. Nosotros tomamos eso como un desacato a una orden judicial. Inclusive, 
pensamos que ameritaba un procesamiento. 


SEÑOR REUTOR.- Quiero hacer algunas puntualizaciones respecto a lo que dijo el compañero. Los 
subsidios que recibe para el boleto liceal y para el gas oil no son de la Intendencia de Rivera, sino del 
Ministerio de Transporte y Obras Públicas. A su vez, se le paga por un servicio que hace a una cárcel, 
que ahora no recuerdo. La Intendencia tiene un sistema de pases libres, pero estamos al tanto de que el 
empresario no recibe nada de eso. 


SEÑOR OLIVERA.- Para nada está en cuestión qué caminos deben llevar adelante ustedes, pero 
corresponde tener muy claro que cuando el servicio es tarifado y se nutre de fondos públicos porque el 
fideicomiso del gas oil significa una erogación impositiva por parte del Ministerio de Economía y 
Finanzas y lo controla el Ministerio de Transporte y Obras Públicas, lo mismo que el boleto gratuito de 
estudiantes, que es de corte nacional, los organismos estatales deben intervenir claramente porque las 
empresas no son dueñas de las líneas sino permisarias, y lo que tienen es un permiso tarifado para 
cubrir un servicio social. Existen los elementos de presión del Estado porque ellos son concesionarios 
de transporte, no son dueños, son servidores. También existen suficientes elementos de participación 
del Estado en estos aspectos para generar presión para que las empresas cumplan con sus obligaciones, 
sobre todo si tenemos en cuenta que en forma permanente se les derivan fondos públicos para 
subsidiar el boleto de los estudiantes y el precio del boleto en general a través de quitas en las cargas 
impositivas. 


Evidentemente, en esto hay omisión, en primer lugar, de quien regula, porque es el Intendente quien regula el 
transporte colectivo. No digo que en algunas instancias él deba especular con la venta de la empresa, sino que 
la Intendencia debería llamar a licitación por el no cumplimiento de las obligaciones. 


Reitero que en las paramétricas, aunque ustedes no la conozcan, se consideran todos los rubros: salarios, 
neumáticos, renovación de flota, aceite, etcétera. Es más: si hay omisión en el pago del salario, solo se 
pueden considerar dos elementos: hay que revisar la paramétrica por ser insuficiente, o se están quedando 
con plata que está considerada en el precio del boleto y no se vuelca a donde se debe. En el caso del salario, 
hay apropiación del rubro específico. 


Creo que esto amerita que la Comisión se contacte con los diferentes actores involucrados en este asunto, 
inclusive, con la Intendencia, solicitando cordialmente que se nos informe cuál es el elemento que está 
fallando en la aplicación de los distintos rubros. 


Si hay otros elementos que escapan a los controles del Estado, como la mala administración, no hay que 
olvidar que por ser un servicio público está expuesto a tener una auditoría de parte de los Ministerios y de las 
Intendencias, que son parte de los contratos para este tipo de concesiones. Inclusive, deberían tener las 
auditorías de la empresa para saber cuál es el estado de salud económico. 


Reitero que aquí hay omisión esperamos que no sea intencional de parte del contralor de este servicio. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Genera preocupación el relato que los visitantes nos hacen respecto a la 
situación de la empresa, que actúa en una suerte de impunidad ante las inspecciones de los Ministerios 
de Trabajo y Seguridad Social y de Transporte y Obras Públicas, y las decisiones judiciales que no se 
cumplen. 


Seguramente, la Comisión analizará el pedido de informes a la Intendencia Municipal de Rivera, mencionado 
por el señor Diputado Olivera; también vamos a solicitar que ambos Ministerios nos den su visión de por 
qué, luego de varias inspecciones, no se cumplen aspectos centrales de las relaciones laborales, y cuáles son 


los mecanismos que se han aplicado para esta empresa participe del ordenamiento legal uruguayo y cumpla 
con sus obligaciones. 


Esperamos dar a los visitantes un retorno de esta situación. Nos vamos a comunicar con los Ministerios de 
Trabajo y Seguridad Social y de Transporte y Obras Públicas y con las Intendencia Municipal de Rivera, 
porque nos preocupa el relato que aquí se ha hecho. 


SEÑOR SILVA.- Quiero destacar que desde hace cinco años la empresa no firma los contratos de líneas 
con la Intendencia. Le siguen otorgando la concesión, pero en forma irregular. La empresa se niega a 
firmar los contratos de líneas debido a la situación que mantiene con nosotros. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Este es un planteamiento para trasladar a la Comisión de Transporte, 
Comunicaciones y Obras Públicas. Si bien ese es un dato importante que ayuda a entender un poco 
más el panorama, la Comisión de Legislación del Trabajo no tiene competencias en él. 


SEÑOR GROBA.- Creo que puede ayudar enviar la versión taquigráfica a los organismos 
mencionados por el señor Presidente, al Ministerio de Transporte y Obras Públicas y al Ministerio del 
Interior, que trabaja con esta empresa, para que dispongan el cumplimiento de los mecanismos que 
usted acaba de referir. 


SEÑOR TIERNO.- Quisiera saber si el Plenario Intersindical de Rivera está al tanto de esta situación y 
si hizo alguna denuncia pública. 


SEÑOR SILVA.- Lo hemos comunicado al Plenario, pero no hemos tenido ningún tipo de respuesta. 


SEÑOR REUTOR.- Tenemos una reunión pendiente con el Ministerio de Transporte y Obras Públicas 
y con el señor Ministro de Trabajo y Seguridad Social para seguir conversando estos temas y ver si hay 
alguna solución, porque no es posible que una empresa deba a sus trabajadores, y, a su vez, siga 
percibiendo un subsidio. 


En cuanto a la paramétrica para el boleto en Rivera, no es que no la hayamos podido ver, sino que yo dudo 
mucho de que exista una. En Rivera no hay de regulación del transporte, de acuerdo con lo hemos visto 
nosotros, que estamos vinculados y trabajando en todo el país con el sindicato. Es más: las líneas se 
superponen, van todas juntas. Es algo que no tiene sentido. 


Nosotros tenemos un laudo y queremos cobrarlo; lo de la paramétrica no es parte nuestra, sino de la empresa. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agregamos la solicitud del señor Diputado Groba respecto al envío de la 
versión taquigráfica. 


Agradecemos su presencia. 
(Se retira de Sala la delegación del Sindicato de Trabajadores de Transporte de Rivera) 
(Ingresa a Sala una delegación de trabajadores tercerizados de OSE) 


——— Damos la bienvenida con mucho gusto a la delegación de trabajadores tercerizados de OSE integrada 
por las señoras María Lourdes Lecumberry, Carolina Silva Ferreira, Lorena Silva Cortes, María Adelina 
Galain y María Luzardo y por los señores Enrique Gerschuni, John Bennett, Milton Badano, Pablo Pinazzo y 
Alejandro Reinoso. 


SEÑOR BENNETT.- La razón fundamental por la que venimos es porque somos un grupo de 
trabajadores contratados tercerizados de OSE desde hace varios años; hay gente que hace diez años 
que está trabajando de esta forma. Hemos sido contratados licitación tras licitación y hemos 
mantenido una continuidad de trabajo que para nosotros genera una relación de dependencia real que 
no ha sido reconocida. Cada vez que hemos reclamado la posibilidad de entrar a trabajar al organismo 


como funcionarios de derecho se nos ha dicho que no se da lugar al reclamo porque estamos en la 
órbita del derecho privado, pero la dualidad del discurso es que el organismo nos da las órdenes, 
implementa los trabajos que tenemos que hacer, nos sanciona y, si no le sirve nuestro trabajo, le avisa a 
la empresa y nos cambia. Lo único que hace la empresa tercerizada es pagar los salarios porque no se 
entera de las tareas que hacemos, no sabe dónde trabajamos y en la mayoría de los casos el dueño de la 
empresa ni siquiera nos conoce la cara porque se maneja a través de intermediarios. Quizás nos ve la 
cara una vez cada dos años cuando hay una nueva licitación y nos llama para que podamos 
presentarnos, pero después no hay ningún otro tipo de relación. 


Por ejemplo, esta licitación se termina en febrero del próximo año. Hace unas semanas tuvimos una reunión 
con la Vicepresidenta de OSE en la que le planteamos la posibilidad de que se generara algún tipo de llamado 
en el que nos pudiéramos presentar para concursar y entrar como funcionarios. De esta manera se terminaría 
este tipo de contratación que lo único que hace es generar réditos a un tercero que no hace nada y gastos al 
Estado que los terminamos pagando todos 


También hablamos con Orosmán Esquivel que fue Gerente de Suministros y nos dijo que de hecho somos 
funcionarios, que solo falta la voluntad política para decir: "Esta gente sirve, hace años que está trabajando, 
ha generado una relación de dependencia, conoce el trabajo y lo realiza bien". A veces trabajamos más que 
muchos de los funcionarios del propio organismo porque se nos recarga de responsabilidad y nos dan trabajos 
que otros no quieren hacer ya que como tienen veinte o veinticinco años en el organismo piensan que ya 
cumplieron con su tarea, que deben seguir los demás porque les quedan pocos años para jubilarse. 


Por lo tanto, nosotros queríamos tener la posibilidad de hacer este planteamiento y de manejar herramientas 
para poder ingresar como funcionarios del organismo teniendo los mismos derechos que hoy en día tienen los 
funcionarios públicos en la OSE. Incluso, muchas veces se marca la desigualdad y no nos tratan como 
personas sino como objetos o recursos. En todo este año se han generado incidentes con funcionarios debido 
al destrato ya que creen que somos menos porque no estamos en la misma situación jurídica que ellos. Solo 
somos ayudantes de alguien. Sin embargo, hacemos todo el trabajo y ellos lo firman y lo pasan para adelante. 


Reitero que tenemos la necesidad de saber qué se puede hacer a nivel político para regularizar esta situación. 
Además, me gustaría que se tuviera en cuenta el discurso del actual Gobierno en cuanto a trabajo real y a 
igual tarea, igual remuneración. Nosotros estamos en una situación muy delicada porque no es nuestra 
primera actividad laboral, no trabajamos para tener dinero el fin de semana y salir a pasear, sino para 
mantener nuestras casas, familias e hijos. Sin embargo, cada dos años se nos genera esta situación. Se abre 
una nueva licitación y no sabemos si la empresa con la que nos presentamos va a ganar o no. Además, 
tampoco generamos antigúedad laboral ni ningún tipo de derecho. Entonces, siguiendo la misma línea del 
discurso político del Presidente nos gustaría poder incluirnos como funcionarios del organismo. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Si se me permite, quisiera ordenar un poco la pelota. 


Quizá sería bueno que nos contaran cuáles son las tareas que hacen. Más o menos sé a lo que se refieren, pero 
el planteamiento me resulta demasiado genérico. Solicito que se nos especifique, concretamente, cuántos son, 
qué tareas cumplen, hace cuánto tiempo que las llevan a cabo, cuáles son las empresas. 


SEÑOR BENNETT.- Hoy en día estamos con la empresa Hugo Gubba y Asociados, que va ganando 
tres licitaciones seguidas en Suministros y en la parte comercial del cordón. Nosotros nos presentamos 
por los dieciocho funcionarios que estamos en Suministros, que venimos a ser un 33% o 35% del total 
de funcionarios que hay en Suministros. 


Las tareas las desarrollamos, por ejemplo, en las oficinas de licitaciones, de compras, en el grupo de 
seguimiento de las compras que se hace el Estado a los diferentes proveedores, y hacemos trabajo de 
inventario, que se hace todos los años, del material de trabajo de la OSE. En general, se trata de diversas 
oficinas que están relacionadas con suministros. Ahora, con el sistema informático nuevo, armamos los 
pliegos para las licitaciones y las compras. Hacemos las mismas tareas que los funcionarios públicos; no hay 
diferencias en ese sentido. En realidad, nos pagan como auxiliares, pero desarrollamos las mismas tareas que 
los funcionarios del organismo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Para comprender más, quiero preguntar lo siguiente. Nuestros visitantes han 
expresado que realizan tareas desde hace varios años, en algunos casos, desde hace diez años. ¿Hay 
continuidad en la tarea que realizan estos trabajadores tercerizados en el área de Suministros? 


Por otra parte, ¿responden directamente a las jerarquías de la OSE o la empresa tercerizada es la que tiene la 
responsabilidad de distribuir las tareas? 


SEÑOR GERSCHUNI.- Sí respondemos al nivel jerárquico de OSE, al punto de que nuestras licencias 
se combinan de acuerdo con los intereses y necesidades de la oficina en la que estamos, refrendándolo 
directamente con el jefe. Lo único que se hace con respecto a la empresa que nos contrata es enviar un 
aviso que va a través del jefe de la sección a la gerencia y de allí a la empresa. 


Por otro lado, lo que hay que tener bien claro es lo siguiente. Cada dos años estamos con la Espada de 
Damocles pendiendo, por lo que decía el compañero de las licitaciones, pero, además, por el hecho de que se 
hagan licitaciones lo que hace que el organismo, por su propia conveniencia económica, vaya bajando los 
sueldos que se nos pagan. ¿Por qué? Porque al ser licitación, en libre competencia, no es lo mismo licitar 

$ 120.000 cuando hay otro que licita $ 80.000. Entonces, en todo este trabajo que venimos haciendo desde 
hace dos años, hemos conseguido no está definido; simplemente, lo hablamos en una reunión que tuvimos 
con el Jefe de Suministros que se nos aceptara una propuesta para la próxima licitación. Esa es la realidad 
que tenemos. Entonces, apuntamos a que en esa propuesta el tema de la experiencia laboral y de las tareas 
realizadas tengan un peso mayor que la cotización. ¿Por qué? Porque OSE cambió el criterio en materia de 
licitaciones; está poniendo una base, lo cual no es malo porque asegura una remuneración equis. Pero esto 
lleva a que los que vayan a licitar se ajusten lo más posible a esa base. Esto hace, incluso, que nosotros 
perdamos conquistas logradas en estos dos o tres años y medio afiliados a la Federación de Funcionarios del 
Comercio, con la actividad sindical; con experiencia o inexperiencia hemos logrado cosas en cuanto al tema 
salarial y podemos perderlas porque hay un piso determinado que las licitaciones, obviamente, van a tener 
que respetar 


Esta es la situación más injusta que nos ha tocado vivir, independientemente de una discriminación real al 
punto que se puede resumir, como bien decía el compañero, en que somos objetos que vamos y venimos, da 
lo mismo; no tenemos carrera funcional, no podemos participar en concursos, no podemos nada. Se trata de 
una situación realmente contradictoria, no solo con respecto a los dichos de este Gobierno, sino también a los 
del anterior. Sabemos de varias puestas a punto o prolijidades que se realizaron durante los cinco años 
anteriores y que se están realizando ahora, pero nos llama la atención que con el tema de la reforma del 
Estado, se hable de pasantes, de becarios, pero en ningún momento se hable de los tercerizados. Esta actitud 
va en contra de los propios intereses del movimiento sindical con respecto al tema de la privatización de los 
entes públicos. Entonces, no existimos, no solo para el Directorio de OSE; evidentemente no existimos para 
nadie. 


Producto de eso es que venimos a buscar un camino legislativo; se depende de una voluntad política que no 
se ha expresado en ningún momento, más allá de los buenos conceptos y las palmadas que nos dan en la 
espalda hasta el propio gerente de Suministros, pero en los hechos, no hay soluciones. Vivimos una situación 
muy injusta. 


SEÑOR TIERNO.- Surgen varias preguntas. 


En la nota que mandaron a la Comisión hablan de ciento veinte trabajadores tercerizados en OSE; ustedes 
son dieciocho en Suministros. ¿Ustedes realizan solo tareas administrativas? ¿No hay nadie que haga tareas 
técnicas? ¿Cuál es el salario que cobran? ¿Cuentan con los beneficios sociales, como cualquier trabajador? 
Me refiero a aportes, aguinaldo, salario vacacional. 


En los llamados a concurso de OSE, ¿ustedes se pueden anotar? ¿Conocen cuánto cobra la empresa por cada 
trabajador? 


Muchas gracias. 


SEÑOR BISTOLFTI.- Con la experiencia que tienen ustedes por estar vinculados a la empresa, que han 
desempeñado tareas durante varios años y tomando en cuenta que el dueño de la empresa tercerizada 
prácticamente ni los conoce, quisiera saber si en algún momento ustedes se agruparon para 
presentarse como equipo, como gente idónea, a la licitación. 


SEÑOR BENNETT.- En un momento se nos planteó formar una cooperativa; luego se dejó atrás 
porque es un tema muy engorroso, muy delicado, se necesita mucho dinero para armar una 
cooperativa y no lo tenemos. Además, debemos tener un dinero depositado en esa cooperativa, como 
fondo, que tampoco se tenía y luego, frente a otras ofertas que se han presentado en distintas 
licitaciones en las que estamos nosotros, vemos que solo de garantía depositan medio millón de pesos. 
Nosotros no podemos llegar jamás a esa cifra ni meternos en un préstamos bancario para ver si 
logramos ganar una licitación; sería una locura. Entonces, se dejó de lado. 


Daniel González, que es el Gerente de Suministros, tiró la idea de que nos presentáramos a través del 
sindicato, pero no nos da la seguridad de que en el momento de la apertura de la licitación se gane. También 
han planteado que prima más el tema económico que el conocimiento y la parte técnica. Al fin y al cabo, en 
cualquier oferta, si la empresa A, que no tiene conocimiento previo, oferta $ 80.000 como ejemplo y la 
empresa B, en la que estaríamos nosotros, que tenemos los conocimientos de años, oferta $ 100.000, se van a 
quedar con la primer oferta. Hay mucho apoyo de palabra, pero políticamente no se juegan; si hacemos bien 
el trabajo, tenemos una continuidad en lo que hacemos porque nunca hubo un corte y se sumaron más tareas 
a las que hacíamos sin quejarnos, debe haber un incentivo por otro lado. 


El año pasado se hicieron los cursos que duraron dos semanas; se realizaron acciones previas para pasar de 
un sistema viejo al nuevo, poniendo todo al día en mi caso, me encargo de las intimaciones y multas a las 
empresas y a los funcionarios públicos se les pagó dos o cuatro BPC no recuerdo bien la cantidad, por los 
cursos y por las acciones previas; a nosotros no. Hubo compañeros que trabajaron hasta los sábados y 
enseñaron a funcionarios públicos a realizar determinadas tareas. Nosotros presentamos una nota en OSE 
reclamando de que se nos pagaran esas BPC porque habíamos realizado las acciones previas y habíamos 
hecho los cursos. En lo personal, me parece un poco lamentable que se le pague a alguien por asistir a un 
curso, pero, bueno, como nosotros hicimos lo mismo, se supone que estábamos en las mismas condiciones. 


Extraoficialmente sabemos que la respuesta va a ser negativa; todavía no se nos ha comunicado oficialmente 
que no se nos va a pagar porque siempre está el discurso de que pertenecemos a la órbita privada; entonces 
no nos corresponde nada de lo que recibieron los funcionarios. 


Respecto a los aportes, sí se realizan. Algunos compañeros estuvimos anteriormente en otra empresa, la que 
nunca hizo aportes, y al final hicimos un juicio y se lo ganamos; no aportaba, no pagaba aguinaldo, no 
pagaba salarios vacacionales; esa empresa ya no está más. Se hizo juicio y antes de que finalizara decidieron 
pagar porque estaba perdido desde el principio. Entonces, en este sentido sí la empresa paga los aportes en 
fecha, todos los aportes. 


Exactamente no sabría decir cuánto gana por persona; hace poco hicimos unos cálculos y nos habían dado 
que sería alrededor de $ 10.000 por persona, aparte de lo que nos pagan a nosotros. 


Se trata de un gran negocio porque la persona tiene su oficina en otro lado, no se preocupa por el tema 
locativo porque no estamos en su empresa, no se preocupa por ningún tema laboral y sindical porque no 
estamos allí y con una llamada de la OSE cambia la persona. Tampoco tiene gastos de materiales porque todo 
se lo da OSE; creo que al año gastará quinientas o seiscientas hojas y un cartucho de tinta para imprimir los 
recibos y nada más; el resto es todo ganancia. Debe ser una de las empresas más rentables que hay en 
Uruguay tercerizar empleados, porque es todo ganancia. Cuando uno va a discutir los sueldos en cada nueva 
licitación la empresa, obviamente, dice que no puede cubrir tal cosa porque se le va de las manos y uno le 
explica: "Tú no estás sacando de tu bolsillo; es todo ganancia; te lo paga el Estado". Hemos tratado de hacer 
entender al organismo que a nivel económico sería mucho más práctico tomar a las personas como 
funcionarias, pasando siempre por una prueba no queremos ningún acomodo, ni amiguismo; así se evitaría 
pagar un dinero que se va a un tercero, lo cual va en contra del discurso del Gobierno y del discurso sindical 
en cuanto a las tercerizaciones. Además, se terminaría de laudar ese problema que vivimos. Sabemos que 
todo se resuelve a nivel político porque en otros ámbitos no hemos logrado nada. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como se nos dijo, hay un total de ciento veinte trabajadores tercerizados en 
OSE. Sería importante que el Directorio explicara la política de contratación con algunas salvedades 
de empresas suministradoras de mano de obra, algo que debe hacerse desde hace tiempo. Más allá de 
alguna particularidad desde el punto de vista técnico, estamos en presencia de empresas 
suministradoras de mano de obra. Sería bueno tener una idea lo más acabada posible de qué implica 
para el Estado esta política en áreas centrales del organismo, con tareas permanentes, porque hay 
cosas que me cuesta entender. 


SEÑOR BENNETT.- Algo que se nos dice cuando se trata el tema de la contratación es que no se puede 
innovar ni aumentar el gasto en el Rubro 0; por eso se contrata personal. En realidad, todo es dinero y 
quizá se prefiera gastar US$ 2:000.000 en otro rubro y no invertirlo de una forma rentable. 


Algunos jerarcas nos han dicho que si nosotros nos fuéramos, en el caso del suministro, tendrían que bajar las 
cortinas de esa sección. 


SEÑOR ITURRALDE VIÑAS.- Como se ha dicho que no se podían presentar a los concursos, quiero 
saber si los ha habido en OSE durante el último período. 


SEÑOR BENNETT.- En el interior del país hubo algún concurso a nivel de obreros. Se han contratado 
becarios o pasantes, estudiantes de la Universidad del Trabajo y de la Universidad de la República. 
Nosotros no hemos tenido posibilidad de presentarnos a esos concursos. No ha habido llamados para 
funcionarios administrativos. 


SEÑOR TIERNO.- ¿Se ha llamado para cargos técnicos? 


SEÑOR BENNETT.- Sí, para ingenieros, contadores, químicos farmacéuticos, etcétera; fue algo 
puntual. 


SEÑOR PRESIDENTE.- ¿En esos casos fue por concurso? 
SEÑOR BENNETT.- Sí, son llamados abiertos y públicos. 


SEÑOR BERSCHUNI.- Tampoco tenemos posibilidad de concursar internamente para ascender. Yo 
trabajo en la sección de inventarios donde se necesita un cierto conocimiento de los materiales porque 
lo parecido a veces no es igual y somos dos personas para inventariar todas las categorías de OSE en 
todo el país; me refiero al PVC, a las piezas de hierro, a la ropa, a los clavos, a los bulones, a las 
tuercas, a los zapatos, etcétera. Hace tres años que mi jefe ascendió hace poco solicitó cuatro personas y 
todavía no pasó nada. 


En cuanto al trabajo técnico, creo que es discutible si es aplicable el término. A mi lado tengo a una escribana 
y, quizá, si no hubiese tenido el título, la empresa no la hubiese tomado por no calificar para la licitación; 
pero, de repente, hace el trabajo de un Administrativo Auxiliar Grado V. Todo su currículum personal la 
capacita para hacer determinadas tareas. De pronto, la persona que hace esa tarea a quien la llamamos técnica 
tiene treinta años en OSE y hasta que no se jubile no se puede ocupar el cargo. De todos modos, ella tampoco 
va a poder participar porque pertenece al área privada. 


Yo puedo decir que soy semi técnico por la naturaleza de mi trabajo. Recién se hablaba del SAP, que es el 
mismo sistema de UTE. Nosotros elevamos esa carta solicitando las cuatro BPC pero yo soy un rehén porque 
necesito trabajar con el SAP. No tengo la opción de decidir. Es algo muy injusto. 


El Directorio de OSE se planteó una reestructura para este nuevo sistema hubo una gran discusión y nombró 
básicamente tres lugares neurálgicos para el funcionamiento del organismo: la parte comercial, la de atención 
al público y la de suministros. No estamos en una sección que podríamos considerar relevante; para el 
Directorio de OSE, la sección suministros es relevante. Tenemos un 33% de privatización en suministros; hay 
valores similares en comercialización y en la parte financiera y de atención al público. Tenemos un Ente del 


Estado que es de todos y en el que sus tres núcleos fundamentales tienen una gran incidencia privada. |En lo 
personal, aprendí desde muy chiquito que lo mío tengo que defenderlo yo. 


Por eso entendemos que, necesariamente, tiene que aparecer una solución, que puede pasar, por ejemplo, por 
una ley. Nosotros planteamos qué pasaría si el 11 de febrero, cuando caiga la licitación, nos presentáramos 
como contratos directos, unipersonales. No hubo respuesta pero, según tengo entendido, el tema de las 
unipersonales se da en algunas partes de la Administración Central y en los Ministerios, pero no ha llegado a 
los Entes ni a los Servicios Descentralizados. 


Por otro lado, dentro de nuestras posibilidades y de nuestras realidades, hemos buscado determinadas 
soluciones y mejoras. Al día de hoy podemos marcar tres niveles de ingreso, aunque los tres están por debajo 
de lo que los empleados públicos están pidiendo para ingresar, un mínimo $ 14.400. A partir de la última 
licitación, a través de determinadas medidas que tomamos, logramos llegar a tener tres niveles de sueldos. 
Los más bajos son de $ .4.000 y $ 5.000, a pesar de que se había licitado por ellos en alrededor de $ 20.000 y 
$ 22.000; calculen el margen de ganancia que había. De eso pasamos a un nivel superior; hoy estamos entre 
$ 8.000 y $ 10.000 y más de $ 10.000, pero ninguno pasa de los $ 14.400 que se están pidiendo hoy. Y aclaro 
que conseguimos esto porque fuimos y peleamos; si no, estaríamos todos con $ 5.000 o $ 6.000. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Vamos a analizar esto en la Comisión. 


SEÑOR BADANO.- Quiero referirme a las tareas importantes que realizamos. Tenemos gente que 
trabaja en la recepción de materiales, que cuenta todo el material que ingresa al almacén. Además, 
tenemos personas en distribución; es la gente que saca el material del almacén y tiene la 
responsabilidad de que no falte nada. Todo el material que se haya recibido de la empresa tiene que 
estar bien contado. 


También tenemos gente de la Comisión Asesora de Adjudicación de Licitaciones, que adjudica compras. Hay 
gente que firma contratos con otras empresas, como ANTEL, por el tema de celulares, Internet móvil, 
etcétera. Ya se mencionó a los funcionarios de inventario, que tienen un trabajo que implica responsabilidad. 
La gente de licitaciones trabaja con proveedores y también hay quienes realizan compras directas, para lo que 
deciden a quién comprarle y manejan un fondo para esos efectos. Nosotros tenemos responsabilidades; 
firmamos papeles que implican responsabilidades, pero cuando se trata de retribuirnos no es así. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Como les decía, trataremos de buscar información a través del Directorio de 
OSE. Esperamos poder comprender mejor la situación. Vamos a seguir en contacto con ustedes. Nos 
parece que esta es la forma más franca y directa posible de analizar situaciones. En lo personal, 
algunas de las cosas que ustedes plantearon no me parecen lógicas en la situación que está planteada, y 
queremos preguntárselas al Directorio para poder clarificar el panorama. 


Esperamos poder darles una respuesta a esta situación. 


Les agradecemos vuestra presencia en la Comisión. 


SEÑOR GERSCHUNI.- ¿No le pareció lógico nuestro planteo o que se mantengan determinadas 
situaciones? 


SEÑOR PRESIDENTE.- Lo planteé en la otra intervención y lo reafirmé ahora: la situación que se 
está dando no me parece lógica, y es una situación que viene desde hace muchos años. 


(Se retiran de Sala los representantes de los trabajadores tercerizados de OSE) 


(Se suspende la toma de la versión taquigráfica). 


Montevideo, Uruguay. Poder Legislativo. 


